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Introducción

En este capítulo, el Informe Estado de la Justicia 
examina la jurisdicción contencioso-administrativa 
para analizar –en la práctica– el grado de tutela ju-
dicial efectiva de, al menos, los derechos subjetivos e 
intereses legítimos de la ciudadanía. Lo anterior, por 
medio del control de legalidad de las conductas de las 
administraciones públicas. Este estudio busca comple-
mentar y profundizar el trabajo realizado en el Tercer 
Informe Estado de la Justicia 2020, que realizó una va-
loración de los diez años de la reforma contencioso- 
administrativa. 

Se busca responder, concretamente, a la siguiente 
interrogante: ¿cuáles son los principales riesgos para la 
tutela judicial efectiva durante el trámite de los proce-
sos contencioso-administrativos?

Es importante señalar que esta investigación no 
pretende juzgar ni someter a escrutinio la labor de las 
personas juzgadoras a cargo de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, pues para ello el Poder Judicial 
dispone de sus propios mecanismos para la evaluación 
de desempeño. Se procura, más bien, identi!car reglas, 
prácticas, limitaciones o cualquier otro evento o cir-
cunstancia que atenten contra la tutela judicial en lo 
contencioso-administrativo, para lo cual se contó con 
la ayuda y experiencia de los mismos operadores judi-
ciales.

Según el artículo 1 del Código Procesal Conten-
cioso-Administrativo (CPCA) “La Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, establecida en el artículo 49 
de la Constitución Política, tiene por objeto tutelar 
las situaciones jurídicas1 de toda persona, garantizar 
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1   Se re!eren a situaciones de con"icto entre el administrado y la Administración Pública.

Introducción 63
Conceptos básicos 64
Contexto 65
Un marco jurídico vigente producto de una 
reforma sustantiva 66
Indicadores globales de desempeño 67
Alcances y limitaciones de la reforma 68

Resultados de la investigación 69
El Tribunal Contencioso Administrativo 70
Amparo de legalidad  72
Procesos de conocimiento 76
Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso 
Administrativo 82
La Sala Primera 84

Conclusiones y recomendaciones 85
Principales conclusiones 85
Recomendaciones 88

Metodología 91
Pasos seguidos en la selección y análisis 
de expedientes 91
Limitaciones e inconsistencias 92

Z Índice



64   ESTADO DE LA JUSTICIA | CAPÍTULO 2

o restablecer la legalidad de cualquier conducta de la 
Administración Pública sujeta al Derecho administra-
tivo, así como conocer y resolver los diversos aspectos 
de la relación jurídico-administrativa2”.

En esta vía, mediante la denominada justicia con-
tencioso-administrativa de relevancia constitucional, 
se resuelven los procesos en los cuales las personas re-
claman sus derechos frente a actuaciones del Estado y 
sus instituciones. En este sentido, la tutela efectiva está 
enfocada en proteger o amparar a la persona ante lesio-
nes que derivan de un ejercicio ilícito3  de las potesta-
des administrativas, o bien, de omisiones en el ejercicio 
de cada una de ellas, hasta el punto de constituirse en 
un verdadero mecanismo de defensa y equilibrio (Mi-
lano, 2015).

En el Tercer Informe Estado de la Justicia se abor-
dó el tema la jurisdicción contencioso-administrativa 
(CA), a partir de un enfoque centrado en las promesas 
de la reforma y los resultados a diez años de su imple-
mentación. Se concluyó que la e!cacia y efectividad en 
esta materia depende de capacidades institucionales 
que sobrepasan los cambios normativos. Además, se 
planteó que una serie de cambios4  no previstos en la 
reforma han afectado el desempeño de la jurisdicción 
(véase Milano, 2019, y capítulo 4 del Tercer Informe 
Estado de la Justicia).

En esta ocasión, el énfasis es distinto, pues se pre-
senta el análisis efectuado a un muestreo de expedien-
tes judiciales5 (principal, legajo de medida cautelar, 
legajo de ejecución de sentencia, entre otros) desde la 
perspectiva de tutela de derechos, lo cual permite pro-
fundizar en los factores asociados al comportamiento 
de los indicadores de desempeño señalados en la edi-
ción anterior del Informe. Esta es la primera vez que 
el Estado de la Justicia realiza un muestreo de expe-

dientes sobre la materia contencioso-administrativa, 
la cual, en la consulta 20206, fue seleccionada como el 
asunto más importante por estudiar cuando se de!nió 
el temario del Informe.

El estudio empírico de la “tutela efectiva de dere-
chos en materia contencioso-administrativa” analiza 
el proceso que siguen los asuntos en esta jurisdicción 
desde su ingreso hasta su !nalización, con el !n de co-
nocer si el Poder Judicial está garantizando los dere-
chos de las personas que acuden a presentar sus recla-
mos ante la administración pública7. Este examen de 
expediente permite identi!car si hubo debilidades en 
el proceso de atención de los casos y, de ser así, si dichas 
debilidades crean riesgos para el acceso a la justicia, el 
debido proceso y la obtención de una justicia cumpli-
da, sobre todo –pero no exclusivamente– asociados 
con la duración en días entre un hito y otro.

Ciertamente, cada año se dan a conocer una gran 
cantidad de datos estadísticos sobre estos procesos, 
fundamentalmente sobre los ingresos y egresos de la 
jurisdicción, los volúmenes de casos y las duraciones 
promedio, entre otros. Sin embargo, los datos gene-
rales no permiten visibilizar las vulnerabilidades del 
proceso y las respuestas detalladas que el sistema de 
justicia brinda a los distintos tipos de asuntos que reci-
be esta materia.

Conceptos básicos

La tutela judicial efectiva de derechos se de!ne 
como el libre acceso de todas las personas a la adminis-
tración de justicia para obtener una resolución de fon-
do ajustada al marco legal vigente, que garantice la apli-
cabilidad de los derechos de la ciudadanía o la defensa 
de un interés legítimo8. Este concepto está vinculado 

2   Código Procesal Contencioso Administrativo. Ley 8508 Versión actualizada al 11/2/2021. http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_
texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=57436.   
 
3 Se re!ere a la infracción, por acción u omisión, del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder.
 
 
4 Estos cambios incluyen elementos como recursos materiales (infraestructura), humanos y tecnológicos, además de la necesidad de descentralizar el servicio y de tomar 
una serie de decisiones sobre aspectos como rediseño, entre otros.
 
5 Un expediente judicial es el conjunto de documentos que conforman la historia judicial de un con"icto. Puede incluir también documentación administrativa y/o 
policial, según sea la materia.
  
6 La materia contencioso-administrativa fue seleccionada como la principal por tres de los cuatro públicos incluidos en la consulta: jerarcas del Poder Judicial, público 
especializado y personas usuarias del Poder Judicial. Entre las justi!caciones para elegir este tema se encuentra la duración de los procesos y los formalismos (colapso de 
la jurisdicción, plazos excesivos que limitan el acceso a una justicia pronta y cumplida, lentitud en la resolución de recursos de casación, rechazo por requisitos formales 
no establecidos en la ley, entre otros), la gestión de los recursos humanos y !nancieros (problemas en el ambiente laboral, incumplimiento de obligaciones, bene!cios 
salariales, necesidad de mayores controles, entre otros) y la importancia de su funcionamiento al regular la relación de los administrados (sector público y privado) con 
el Estado.

7 Como antecedente, cabe mencionar que el estudio empírico de la tutela efectiva de derecho basado en el examen de expedientes se realizó en los Informes 2015 y 
2020 para las materias penal, delitos asociados a la corrupción y laboral.

8 Concepto adaptado de Sáez et al. (2004). Entre los autores que utilizan el vocablo tutela jurisdiccional se encuentra, por ejemplo, González (2001); sin embargo, la 
terminología más generalizada es tutela judicial (Gasberí, 2008). 
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9 Es un concepto similar al juicio justo, aunque un poco más acotado, pues no incluye variables estructurales o institucionales, sino solamente del proceso como tal. 
El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) estableció el derecho a la igualdad ante las cortes y el juicio justo como uno 
de los diecinueve derechos humanos contemplados en su metodología de medición y seguimiento. Para ello se le asignaron un conjunto de indicadores estructurales, 
de proceso y de resultado, con miras a que los países puedan analizar su evolución en cuanto al cumplimiento de los tratados internacionales de derechos humanos. 
Algunos de los indicadores concuerdan con la de!nición de tutela efectiva (ACNUDH, 2012).  
 
10 Existe una discusión sobre los alcances del principio del debido proceso. Así, en un extremo se encuentra la posición minimalista, que se limita al derecho a ser 
escuchado, mientras que en otro externo se halla la posición que le asigna garantías sustantivas a las personas; por ejemplo, igualdad de recursos para la defensa. Este 
derecho es parte de la Declaración Universal de Derechos Humanos, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana de los Dere-
chos Humanos y de muchas constituciones políticas (Machicado, 2010).  
 
11 Algunos países han incluido la tutela efectiva como un derecho constitucional en sí mismo (España y Brasil). Otros han legislado sobre el tema incorporándolo 
como un principio de rango similar a los principios de igualdad e inocencia. También se ha desarrollado jurisprudencia que garantiza estos aspectos anteriormente 
mencionados en la práctica de la administración de la justicia (Sentencias 8952-11 o 9051-11 de Sala Constitucional de Costa Rica).

con las de!niciones de juicio justo o el debido proceso, 
pero sus alcances son más comprensivos9. De acuerdo 
con la Sala Constitucional de Costa Rica, la tutela de 
derechos (tutela judicial efectiva) permea todo el pro-
ceso judicial, incluyendo aspectos tales como el acceso 
a la justicia y el cumplimiento de la sentencia (Senten-
cia 8952-11). Este conjunto de dimensiones incluye 
a, pero son más amplios que, los principios de debido 
proceso10: mientras este se concentra en ciertas garan-
tías mínimas que poseen las personas para hacerse oír, 
la tutela efectiva incorpora dimensiones previas y pos-
teriores al proceso judicial11.

En el caso particular de la jurisdicción contencio-
so-administrativa, la tutela judicial efectiva está expre-
samente garantizada mediante el artículo 49 constitu-
cional, norma conforme a la cual deberá existir dicha 
jurisdicción dentro del Poder Judicial “con el objeto de 
garantizar la legalidad de la función administrativa del 
Estado, de sus instituciones y de toda otra entidad de 
derecho público”. Según señala esa misma norma, “[l]
a ley protegerá, al menos, los derechos subjetivos y los 
intereses legítimos de los administrados”. 

Es preciso indicar que, a partir de la vigencia del 
Código Procesal Contencioso Administrativo, la re-
ferida tutela involucra el control de legalidad, tanto 
de actuaciones como de omisiones o inactividades de 
las administraciones públicas. Esta última conducta, 
como se verá, ha colmado la jurisdicción en el caso 
concreto de la omisión de resolver una petición en 
tiempo y forma, materia que se ha delegado a la juris-
dicción a pesar de ser en realidad propia de la jurisdic-
ción constitucional. De esta forma, en la jurisdicción 
contencioso-administrativa se tramitan procesos de 
diversa índole, cuyo común denominador es la parti-
cipación de una administración pública, ya sea como 
parte actora o como parte demandada.

En este marco, se busca evidencia en los expedien-
tes sobre los siguientes aspectos de la tutela efectiva de 
derechos:

• Acceso equitativo: resolución y per!l sociode-
mográ!co de las partes, usuarios (demandados)  

frecuentes y cuáles son sus resultados, costos del 
proceso, razones de los rechazos por inadmisibili-
dad, casos derivados de la Sala Constitucional. 

• Resolución acorde con la normativa vigente:  
razones establecidas para cada tipo de terminación, 
causas para rechazar las medidas cautelares, casos 
que prosperan luego de las medidas cautelares pro-
visionalísimas otorgadas, duraciones de las resolu-
ciones para las medidas cautelares, revocatorias y 
apelaciones de medidas cautelares, casación.

• Resolución pronta: en qué tipos de procesos las du-
raciones constituyen riesgos de tutela, factores que 
aumentan la duración, duración de casos que por 
competencia se trans!eren de la materia constitu-
cional. 

• Cumplimiento de la resolución: riesgos en la ejecu-
ción de sentencias, duración de la ejecución hasta 
su pleno cumplimiento.

Evidentemente, la profundidad con la que se puede 
analizar cada criterio depende de la evidencia disponi-
ble en los expedientes seleccionados, de la información 
estadística existente –tanto en las instancias involucra-
das como en el Observatorio Judicial–, y de las entre-
vistas llevadas a cabo. En la sección de Metodología, 
al !nal de este capítulo, se señalan las di!cultades que 
enfrentó el presente estudio debido a las limitaciones 
de las fuentes de información disponibles y los datos 
que permitieran darle mayor profundidad al análisis 
de los riesgos para la tutela efectiva en materia conten-
cioso-administrativa. 

Contexto

El presente estudio empírico sobre los riesgos para 
una tutela efectiva en materia contencioso-adminis-
trativa se efectúa en un momento especialmente im-
portante. Por una parte, ha transcurrido más de una 
década desde la reforma a esta jurisdicción, hecho que 
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signi!có la entrada en vigor del CPCA y permite, 
además, tener una perspectiva más realista sobre sus 
alcances y limitaciones. Por otra parte, los datos dis-
ponibles sobre el desempeño de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa permiten trazar tendencias de 
mediano plazo, con lo que se supera el análisis basado 
en el comportamiento de un año en particular. Final-
mente, el estudio se realiza cuando el Poder Judicial no 
solo está a las puertas de implementar un rediseño en 
esta jurisdicción, sino que experimenta restricciones 
presupuestarias derivadas de las políticas !scales im-
perantes y procura, terminada la emergencia sanitaria 
provocada por la pandemia del covid-19, “normalizar” 
los servicios en todas las áreas.

Un marco jurídico vigente producto de una 
reforma sustantiva

La jurisdicción contencioso-administrativa se rige, 
en lo fundamental, por el Código Procesal Conten-
cioso-Administrativo (CPCA), Ley n0 8508, vigente 
a partir de enero de 2008. El CPCA derogó la Ley Re-
guladora de la Jurisdicción Contencioso Administra-
tiva (LRJCA), Ley n0 3667. No obstante, conforme al 
CPCA, aquellos procesos que había iniciado antes de 
la referida derogatoria de la LRJCA continuarían tra-
mitándose -sustanciándose- conforme a las reglas esta-
blecidas en dicha ley. Aún hoy, catorce años después de 
la vigencia del CPCA, se pudo comprobar que tanto 
en el circulante del Juzgado como del Tribunal Con-
tencioso Administrativo y de la propia Sala Primera de 
la Corte Suprema de Justicia sigue habiendo procesos 
regidos por esa antigua normativa.

La jurisdicción está compuesta por diversos despa-
chos:

• Juzgado de lo Contencioso Administrativo y Civil 
de Hacienda, el cual, para los efectos e intereses de 
esta investigación, tramita en primera instancia los 
procesos regidos por la LRJCA, existentes de pre-
vio a la vigencia del CPCA, así como los procesos 
de expropiación en primera instancia.

• Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Civil 
de Hacienda, el cual conoce, mediante su Sección 
Tercera, los recursos de apelación en materia muni-
cipal; los procesos mal denominados “amparos de 
legalidad”, así como los procesos de conocimiento, 
que son los casos relacionados con la impugnación 

de conductas de las administraciones públicas a las 
cuales se les atribuyan vicios de legalidad.

• Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Ad-
ministrativo y Civil de Hacienda, el cual conoce y 
resuelve los recursos de apelación en contra de re-
soluciones del Juzgado y del Tribunal Contencioso 
Administrativo y Civil de Hacienda, en contra de 
las cuales cabe, sea por disposición legal o bien por 
jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Su-
prema de Justicia, dicho recurso.

• Tribunal de Casación de lo Contencioso Admi-
nistrativo y Civil de Hacienda, el cual conoce los 
recursos de casación previstos en el artículo 136 del 
CPCA y está integrado por tres magistrados de la 
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.

• Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, a la 
cual le corresponde resolver los recursos de casa-
ción señalados en el artículo 135 del CPCA, así 
como de los con"ictos de competencia.

Si bien es cierto que, en materia procesal, rige el 
principio de legalidad, de modo que el juzgador está 
estrictamente limitado a actuar con sustento en reglas 
de rango legal, lo cierto es que en la materia conten-
cioso-administrativa se han venido generando reglas 
mediante la vía “pretoriana”, es decir, sin regulación 
legal especí!ca. Dichas reglas, además de no estar es-
critas en ninguna norma legal, contradicen el texto 
expreso de algunas disposiciones legales, lo cual da 
pie a una gran incertidumbre jurídica. Así sucede en 
materia recursiva, en la cual, mediante un acuerdo de 
Corte Plena12, se contrarió el texto escrito del CPCA 
que creó el Tribunal de Casación de lo Contencioso 
Administrativo, regla desoída por la Corte Plena, que 
en su lugar determina que las funciones atribuidas a 
ese Tribunal las asumiría la Sala Primera de la Corte 
Suprema de Justicia.

Adicionalmente, existe una creciente lista de re-
soluciones que, según la decisión de la Sala Primera 
de la Corte Suprema de Justicia, tendrían recurso de 
apelación, pese a que no existe norma legal que así lo 
disponga o, inclusive, aunque diga lo contrario, le co-
rresponde conocer al Tribunal de Apelaciones de lo 
Contencioso Administrativo, que carece de norma 
legal que lo haya creado13. Por otra parte, la misma 
Sala Primera remitió a conocimiento del Tribunal de  

12 Establecido en el ordinal 44 del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contencioso, aprobado por la Corte Suprema de Justicia. 
 
13 Según el CPCA, el recurso de apelación cabe en cinco supuestos. La legislación especial regula alrededor de doce resoluciones apelables y la Sala Primera, por su 
parte, ha de!nido jurisprudencialmente alrededor de doce resoluciones apelables.
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Z Gráfico 2.1
Evolución de los casos entradosa/ y terminados  
en primera instancia de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa. 2002-2020

Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil 
de Hacienda los con"ictos de competencia entre órga-
nos de la misma jurisdicción contencioso-administra-
tiva, reservándose únicamente el conocimiento de los 
con"ictos con otras jurisdicciones.

También debe mencionarse otra decisión de la mis-
ma Sala Primera, a partir de la cual atribuyó al Tribunal 
Contencioso Administrativo la competencia-deber de 
resolver las ejecuciones de sentencias de procesos regi-
dos por la LRJCA, lo que en realidad le correspondería 
asumir al Juzgado de lo Contencioso Administrativo, 
sin disposición normativa que le dé soporte y sin un es-
tudio del impacto que ello supondría para el Tribunal.

A esto debe agregarse que, por su parte, la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia tam-
bién ha ido regulando –de modo pretoriano y en 
contra de lo indicado en la propia Constitución y de 
la Ley– reglas que atribuyen nuevas funciones a la ju-
risdicción contencioso-administrativa. Se trata, por 
ejemplo, de la atribución de la competencia para cono-
cer y resolver los recursos de amparo de legalidad (sic), 
relativos a la omisión de respuesta ante una gestión 
o petición de la ciudadanía conforme al artículo 27 
constitucional. Esa decisión ha ocasionado una enor-
me carga de trabajo para el Tribunal, el cual debe asu-
mir el trámite, resolución, conciliación y ejecución de 
estos procesos, sin que ello haya signi!cado una mayor 
asignación de recursos humanos y materiales, como se 
señaló en el estudio realizado en el año 2019. Informa-
ción más reciente al respecto sugiere que a la fecha no 
ha habido mejoría en esta materia. 

Finalmente, otra regla procesal de origen pretoria-
no es la establecida, por ahora, en la sentencia 23743-
2020, mediante la cual se dispuso que “La ejecución 
de este pronunciamiento se realizará ante el Área de 
Ejecución del Tribunal Contencioso Administrativo 
y Civil de Hacienda, bajo las reglas de ejecución de 
sentencia del Código Procesal Contencioso Adminis-
trativo”.

En suma, el marco jurídico que regula la actividad 
de la jurisdicción está compuesto por una norma dero-
gada pero vigente para procesos que iniciaron cuando 
aún estaba en vigor, por el CPCA, su reglamento, así 
como por pronunciamientos de la Corte Plena, la Sala 
Primera de la Corte Suprema de Justicia y la Sala Cons-
titucional. Todo esto hace que el justiciable pueda en-
frentarse a niveles indeseables de inseguridad jurídica, 
lo que implica un claro riesgo para la tutela judicial 
efectiva prevista en el artículo 49 de la Constitución.

Indicadores globales de desempeño
En el 2020, la jurisdicción contencioso-adminis-

trativa recibió 9.629 casos nuevos, de los casi 700.000 

casos que ingresaron ese año al Poder Judicial. Con 
una perspectiva temporal más amplia puede a!rmarse 
que el efecto del ingreso del CPCA en el 2010 signi!-
có un aumento del volumen de casos de conocimiento 
que llegan a esta materia (grá!co 2.1). 

El indicador de circulante al !nal de año muestra 
que, en total, la jurisdicción tiene 209.208 expedientes 
abiertos al !nalizar el 2021, una mayoría importante 
en el TCA (125.230). Por otra parte, los plazos de 
tramitación continúan aumentando en todas las ins-
tancias de la jurisdicción, tanto en el número de días 
promedio para resolver por tipo de caso como por ins-
tancia. 

En términos del peso relativo en cuanto a recursos 
humanos y presupuestarios, esta jurisdicción concen-
tra un 5,1% del presupuesto jurisdiccional total. Sin 
embargo, en 2020 fue la materia que presentó el ma-
yor crecimiento presupuestario, al incrementar en un 
13,8%, un total de 1.013.451.781 colones adicionales 
(Poder Judicial, 2020). 

Desde el año 2015, la Dirección de Plani!cación 
del Poder Judicial presentó un diagnóstico para el re-
diseño del TCA y en 2018 otra propuesta para el JCA; 
sin embargo, a la fecha de redacción de este Informe no 
ha sido posible implementar ninguno de los dos. 
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Alcances y limitaciones de la reforma 
La reforma de lo contencioso administrativo, ope-

rada mediante la Ley n0 8508 de 2008, representó una 
promesa muy ambiciosa para resolver los problemas de 
larga data que esta materia arrastraba tanto en materia 
de acceso a la justicia como de sus di!cultades para dis-
pensar una justicia pronta y cumplida (Milano, 2019). 
No obstante, la implementación de la reforma se ha 
visto afectada por la carencia de recursos humanos y 
materiales, gracias a los cuales sería posible mantener la 
celeridad inicialmente lograda. Por otra parte, eventos 
exógenos a la propia jurisdicción y la reforma, algunos 
de ellos derivados de precedentes jurisprudenciales ya 
comentados, han ocasionado distorsiones en las cargas 
de trabajo de los distintos órganos de la jurisdicción. 
Este problema ha sido particularmente signi!cativo en 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, instan-
cia que ha debido asumir labores para las cuales no fue 
concebida, así como volúmenes de trabajo muy supe-
riores a los esperados, muy a pesar de lo cual no se han 
incrementado sus recursos materiales y humanos de 
modo proporcional y sustantivo.

De este modo, si bien el diseño de la reforma se 
fundó en una visión de avanzada, eventos posteriores 
han evidenciado la necesidad de ajustar las reglas sin 
afectar sus institutos procesales, pero llevando a cabo 
ajustes orgánicos y competenciales que permitan ba-
lancear las cargas de trabajo de los distintos órganos 
de la jurisdicción. Esas medidas normativas, sin duda, 
deberían incorporar instrumentos de inteligencia arti-
!cial, de modo que, sin necesidad de ampliar sustan-
cialmente la planilla de personas juzgadoras, se mejore 
la e!ciencia en la resolución de los procesos.

Se vislumbra, por consiguiente, una reforma normati-
va formulada desde una perspectiva de administración de 
la justicia con recursos escasos, más que desde una pers-
pectiva sustancial relativa a los poderes de los jueces antes, 
durante y después del proceso. Ciertamente, el CPCA 
contempla una amplia gama de poderes para los jueces 
y las juezas, así como alternativas para el justiciable. Sin 
embargo, los problemas de e!cacia, dada la lentitud en la 
toma de decisiones !nales y las di!cultades para el acceso 
a la jurisdicción, evidencian la necesidad de tomar medi-
das normativas y administrativas de modo urgente.

La doctrina jurídica se ha enfocado en la juris-
dicción contencioso-administrativa desde diferentes 
perspectivas. En primer lugar, debe mencionarse la 
publicación colectiva denominada “10 años de vigen-
cia del Código Procesal Contencioso Administrativo: 
re"exiones y reformas necesarias”, compilada por el Dr. 
Rafael González Ballar y publicada por el Sistema de 
Estudios de Posgrado de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Costa Rica (González, 2019).

Entre los ensayos publicados, destacan varios apor-
tes de lege ferenda enfocados en la mejora de la tutela ju-
dicial efectiva en lo contencioso-administrativo. Sin que 
la enumeración sea taxativa, destacan propuestas como 
las planteadas por González (2019), las cuales se relacio-
nan con lo que cali!ca como limitaciones y distorsiones 
en la jurisdicción. Entre las distorsiones identi!cadas 
por el autor se encuentra “la forma en que se ha realiza-
do la interpretación de algunos artículos del Código y 
que esto ha llevado a prácticas inconvenientes”. Además, 
en cuanto a las limitaciones identi!can “el atraso en el 
dictado de las sentencias por parte de la Sala Primera 
producto de la cantidad de funciones que tienen asig-
nados los Magistrados y de haber absorbido dicha Sala 
lo referente a lo que sería el Tribunal de Casación de lo 
Contencioso”. Alude también a la decisión de “otorgar 
competencias por vía de acuerdo con el Tribunal de 
Apelaciones”, “distorsiones en las etapas previstas para 
el procedimiento contencioso”, así como “los problemas 
laborales y del inmueble que ocupa la Jurisdicción”.

Por su parte, Villalobos (2019), puntualiza en su 
estudio que existe una “inseguridad procesal”; además, 
plantea la necesidad de una reforma “en temas relati-
vos al acto consentido, la conciliación de la validez del 
acto, el proceso preferente en relación el amparo de 
legalidad, el esquema recursivo, la oralidad y la estruc-
tura actual de la jurisdicción”.

En otro capítulo, Garita (2019), juez contencioso 
administrativo, identi!ca una serie de “dilemas” rela-
cionados con la materia probatoria. Concretamente, 
postula la tesis de que las reglas previstas en tres nor-
mas del CPCA requieren “una interpretación confor-
me” o incluso “una reforma que indique de manera 
expresa que esa aceptación tácita y !cta de los hechos, 
no es óbice para la admisión de pruebas y el deber de 
las partes de acreditar los hechos en que sustenta el 
derecho que reclama en sede judicial”. Se sugiere, ade-
más, la regulación de un proceso abreviado en lo con-
tencioso-administrativo “como medida concreta para 
resolver, ágilmente, con"ictos que en la actualidad no 
tienen cabida en el sistema” (Milano, 2019b).

Finalmente, Núñez y Rojas (2019) analizan la pro-
blemática existente en relación con el recurso de apela-
ción, señalando que “fue previsto como un mecanismo 
de impugnación numerus clausus, para supuestos espe-
cí!cos previstos en el CPCA, de modo que, fuera de 
tales supuestos, dicho recurso no tiene cabida”. Ambos 
autores re!eren, por lo tanto, a la creación pretoriana 
de otros supuestos en los que cabe el referido recurso.

En otra publicación colectiva realizada con ocasión 
del cincuenta aniversario de la creación del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, 
cuyo compilador fue Poveda (2022), juez contencioso 
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administrativo, González y Peña (2022) propugnan una 
sección especializada del Tribunal Contencioso Admi-
nistrativo como alternativa para una “justicia ambiental 
efectiva”, además, de un “procedimiento propio” (Gon-
zález y Peña, 2022). Se postula, !nalmente, la tesis de 
introducir la inteligencia arti!cial como “herramienta 
para la celeridad procesal”, identi!cando, para ello, “al 
menos tres objetivos” (Viaut, 2020). El primero, “con-
tribuir en la toma de decisión del juzgador”; el segundo, 
“la predicción de la decisión”, y el tercero, “controlar a 
posteriori la decisión para asegurar su coherencia”. Se 
expone, además, el interés de “la utilización de la inteli-
gencia arti!cial para la resolución de procesos o para la 
adopción de resoluciones de mero trámite, ámbito en el 
cual, como sucede incluso en España, la normativa pro-
cesal “resulta a todas luces insu!ciente para integrar la 
nueva realidad” (De La Sierra, 2020).

Resultados de la investigación

Esta sección contiene los principales resultados del 
diagnóstico de áreas vulnerables de tutela en la juris-
dicción contencioso-administrativa a partir de una 
aproximación metodológica que combina un análisis 
cuantitativo de las rutas de los casos que ingresan a esta 
materia con un análisis jurídico, de carácter cualitativo. 
Asimismo, se ponderaron otras fuentes complementa-
rias, tales como entrevistas con actores, estadísticas del 
Observatorio Judicial, así como parámetros interna-
cionales en la materia.

La muestra de expedientes sometida a evaluación 
corresponde a procesos de conocimiento y procesos 
de amparo de legalidad en el caso del Tribunal Con-
tencioso Administrativo (ver metodología al !nal del 
capítulo). Además, se examinaron expedientes de pro-
cesos cautelares ante causam (inaudita altera parte), es 
decir, planteados sin que existiera un proceso principal 
de conocimiento y en algunos casos con la pretensión 
de que adopten las medidas de forma provisionalísima, 
así como procesos de conocimiento en los cuales se for-
malizó una solicitud de adopción de medidas cautela-
res intraprocesales. También se estudiaron expedientes 
de recursos de apelación tramitados por el Tribunal de 
Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil 
de Hacienda y, !nalmente, expedientes de recursos de 
casación conocidos por la Sala Primera.

Los resultados preliminares de esta investigación se 
subdividen por instancia: Tribunal Contencioso Ad-
ministrativo, Tribunal de Apelaciones y Sala Primera. 
Recuérdese que esta jurisdicción tiene un carácter cen-
tralizado y todas estas instancias se encuentran en el 
II Circuito Judicial de San José, con la excepción de 
la Sala Primera, ubicada en el I Circuito Judicial de 
San José. En cada una de las instancias, se desagregan 
los resultados por tipo de casos para lograr captar los 
diferentes procesos que se dan a lo interno. Así, por 
ejemplo, un amparo de legalidad a una representación 
grá!ca y simpli!cada de estos procesos para el conjun-
to de la jurisdicción (diagrama 2.1). 

Z Diagrama 2.1
Esquema simplificado del funcionamiento de la jurisdicción contencioso-administrativa 

a/ Las líneas punteadas indican la ruta para el recurso de alzada, apelación o casación.
Fuente: Elaboración propia a partir del CPCA, 2008.
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El Tribunal Contencioso Administrativo
La gran mayoría de los casos que ingresan a la ju-

risdicción lo hacen a través del Tribunal de lo Conten-
cioso Administrativo y Civil de Hacienda. Si bien se 
denomina Tribunal, en realidad es un despacho de una 
gran complejidad debido a que está compuesto por 
ocho secciones14  conformadas por personas juzgado-
ras que se distribuyen así: tres secciones15  que adoptan 
sentencias de fondo; un grupo de jueces y juezas de trá-
mite, un grupo que resuelve medidas cautelares, otro 
grupo de conciliadores y otro de ejecución. También 
existe un grupo dedicado a resolver los recursos de am-
paro de legalidad16.

A partir de los casos entrados al Tribunal Conten-
cioso Administrativo se recopiló información para una 
muestra de 318 expedientes terminados entre el 2018 y 
el 2020 (cuadro 2.1; para más detalles véase el apartado 
metodológico al !nal de este capítulo). Es importante 
destacar dos aspectos sobre esta selección de expedien-
tes en este despacho. En primer lugar, se sobremues-

treó los procesos de conocimiento u ordinarios (para 
un total de 30,5% en muestra versus 16% en el univer-
so). En segundo lugar, resulta pertinente hacer notar 
que todas las conciliaciones y los cumplimientos de 
conducta omisiva se relacionan con procesos de ampa-
ro de legalidad; de los 6.600 expedientes del universo, 
con motivo de salida de conciliación u homologación, 
6.574 son amparos de legalidad (99,6%). 

Esta selección de expedientes ocasionó una li-
mitante para la investigación: por un lado, el Poder 
Judicial suministró una muestra con una cantidad 
importante de expedientes de procesos de amparo de 
legalidad, cuando lo deseable hubiese sido lo contra-
rio; es decir, que la mayor cantidad fueran procesos de 
conocimiento, que es la labor sustantiva del Tribunal 
Contencioso Administrativo y, en términos generales, 
de la estructura regulada por el CPCA.

Un primer paso en el análisis de los riesgos a la tu-
tela efectiva es conocer quiénes los presentan y contra 
quién o contra cuál entidad pública. En el 84% de los 

14 Debido a la mora judicial, se gestionó ante la Presidencia del Poder Judicial la conformación de una sección novena compuesta por tres jueces, para tratar de reducir 
los plazos de resolución. 
 
15 Salvo la sección segunda, dedicada aún a resolver los procesos regidos por la antigua Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, cada sección 
está compuesta por cuatro juzgadores que se turnan en la integración de los tribunales sentenciadores, por rol. 
 
16 Esa estructura variará una vez que se implemente el rediseño del Tribunal aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial mediante acuerdo (…).

Z Cuadro 2.1
Distribución de los expedientes de casos terminados en el Tribunal Contencioso Administrativo, por 
asunto, según estado. 2018-2020

a/ Se agregan en sentencia, otros motivos de sin lugar y con lugar que aparecen en el sistema.
b/ El tipo de término cumplimiento de conducta omisiva es un registro del sistema y en el caso de los expedientes seleccionados corresponden a amparos de 
legalidad.
c/ Otro es un término impreciso, pero así aparece clasificado el motivo de término.
Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2021.

Estado Total
Amparo de 
legalidad Conocimiento

Medida cautelar 
(provisionalísima 

u otras)
Empleo 
Público

Ejecución 
acto firme

Porcentaje en 
muestra

Porcentaje 
de listado

Sentenciaa/ 138 90 36 4 1 1 43,4 65,0
Conciliación u 
homologación

86 86 0 0 0 0 27,0 20,2

Demanda inadmisible 54 0 51 1 2 0 17,0 2,6
Cumplimiento 
conducta omisivab/

14 14 0 0 0 0 4,4 8,1

Caducidad 5 1 3 1 0 0 1,6 2,1
Desistimiento 4 1 3 0 0 0 1,3 1,8
Otroc/ 17 12 4 7 0 0 5,3 0,2
Total 318 204 97 13 3 1 100,0 100,0
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casos estudiados quien demanda es una persona físi-
ca17 y en el 93% el demandado es una persona jurídi-
ca (cuadro 2.2). Sin embargo, hay una proporción un 
poco mayor de casos inadmisibles donde una persona 
jurídica demanda (31,5%) o donde el asunto es de 
conocimiento u otros (36,1% versus 5% en amparos 
de legalidad). En el caso de los amparos de legalidad, 
hay mayor proporción de personas jurídicas deman-
dadas (97% versus 86,6% en conocimiento y otros). 
De acuerdo con la información contenida en el expe-
diente, en once casos se identi!có una persona física 
demandada, en su condición de funcionaria pública a 
quien se reclama responsabilidad en lo personal. 

En términos generales, en el 47% de estos expe-
dientes el suceso se da en la provincia de San José (52% 
en el caso de personas físicas), sin diferencia signi!-
cativa por tipo de actor. Del total de expedientes, 45 
demandan a una municipalidad, de las cuales 29 son 
del Valle Central (64%). A propósito de esta concen-
tración geográ!ca de casos, es necesario recordar que, 
según el CPCA, la jurisdicción debía descentralizarse. 
Sin embargo, este cambio aún no se ha implementado 
y la jurisdicción sigue funcionando únicamente en el 
I y II Circuito Judiciales de San José. Como alternati-
va a esta descentralización, deberían explorarse cuáles 
formas existen y son efectivas para acercar la jurisdic-
ción a la ciudadanía. Las medidas tomadas durante la 

pandemia por el covid-19, tales como la virtualidad de 
las audiencias, debería ser complementada con otras 
que permitan enfrentar la brecha digital existente en la 
población. Según entrevista con el coordinador judi-
cial del TCA, mensualmente se llevan a cabo al menos 
dos o tres audiencias mediante videoconferencias con 
la colaboración de otros circuitos judiciales del país, a 
los cuales acuden las personas para que se les facilite 
el equipo necesario para conectarse a las audiencias  
virtuales. 

Dicha práctica encuentra sustento en la “Circular 
n0 137-08 ASUNTO: Sobre la utilización de la Vi-
deoconferencia en los procesos judiciales”, documento 
en el cual se señala que el Consejo Superior del Poder 
Judicial, en sesión nº 48-08 de 26 de junio del 2008, 
artículo LXIV, “dispuso formular atenta instancia a 
los Jueces, las Jefaturas del Ministerio Público y de la 
Defensa Pública, para que promuevan el uso del sis-
tema de video conferencia para atender diversas dili-
gencias en el tanto las Salas Tercera y Constitucional 
ya ha resuelto que su utilización no es contraria a los 
principios de oralidad e inmediación”. Al respecto, re-
sulta valioso lo señalado por la Sala Tercera de la Cor-
te, en Voto nº 2007-00682 de las nueve horas quince 
minutos del veintinueve de junio de dos mil siete, que 
en lo conducente dice: “(…) la videoconferencia per-
mite observar “en vivo” a quien declara y permite la  

17 Los expedientes solamente incluyen el nombre de la persona y, según el tipo de demanda, la institución en la que labora; por lo tanto, no es posible hacer una 
caracterización demográ!ca..

Z Cuadro 2.2
Distribución de expedientes del Tribunal Contencioso Administrativo, por estado y asunto, 
según quien demanda y quien es demandado. 2018-2020
(absolutos y porcentajes con respecto al total de cada estado o asunto)

Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2021.

Estado y asunto
Número de 

expedientes

Quien demanda Quien es demandado

Persona 
física

Persona 
jurídica

Información 
ignorada

Persona 
física 

(funcionaria)
Persona 
jurídica

Información 
ignorada

Cantidad de expedientes 318 268 49 1 11 297 10
Estado
   Conciliación u homologación 86 97,7 2,3 0,0 3,5 96,5 0,0
   Inadmisibilidad 54 66,7 31,5 1,8 7,4 85,2 7,4
   Sentencia 132 81,1 18,9 0,0 2,3 93,9 3,8
   Otros 46 89,1 10,9 0,0 2,2 95,6 2,2
Asunto
   Amparo de legalidad 204 95,1 4,9 0,0 1,5 96,6 1,9
   Conocimiento y otros 114 64,9 34,2 0,9 7,0 87,7 5,3
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interacción de las partes con esa persona, siendo en-
tonces posible realizar un verdadero interrogatorio, a 
la luz de los demás elementos debatidos en juicio (…)”.

Como se aprecia, lejos de tratarse de una alterna-
tiva reciente, el uso de medios audiovisuales es una 
opción que empezó a estar disponible pocos meses 
después de la entrada en vigor del CPCA; por lo 
tanto, podría suponerse que la inversión en equipo 
tecnológico ya se ha hecho, por lo menos en los dis-
tintos circuitos judiciales, no así en el TCA. Se pudo 
con!rmar que esta opción se implementa “a solicitud 
de parte”, una vez admitida la gestión por las personas 
juzgadoras, de forma tal que la persona técnica judicial 
se contacta con la Administración Regional corres-
pondiente y desde ambos lugares se coloca un reporte 
en el sistema GIS (Tecnología de Información) para 
que el equipo de profesionales en informática cree los 
enlaces correspondientes y colabore el día en que se 
celebra la audiencia. Cabe indicar que se trata de un 
proceso relativamente sencillo, pese a que no se cuenta 
con estadísticas, toda vez que en el sistema CRONOS 
no se hace registro de estos acontecimientos (E18: Sa-
las, 2022).

Es claro, entonces, que existe una alternativa viable 
para evitar que las partes, testigos y personas funcio-
narias tengan que viajar a la sede del TCA para par-
ticipar virtualmente en audiencias. Aun si carecieran 
de recursos tecnológicos para ello, en el Poder Judicial 
existen medios para facilitar ese tipo de participación.

Ahora bien, el riesgo de di!cultades de acceso al 
TCA no se da únicamente en el momento de celebrar 
audiencias. En efecto, durante el trámite del proceso 
también es de interés facilitar mecanismos virtuales 
para poder presentar escritos, inclusive el de la deman-
da, que es el que mayor di!cultad sigue provocando. Si 
bien existe la plataforma de Gestión en Línea, es claro 
que persisten amplias brechas tecnológicas entre la po-
blación e inclusive entre las mismas administraciones 
públicas, de modo que esa alternativa funciona para 
personas usuarias con acceso y habilidades para operar 
en el sistema.

Lo anterior debería ser analizado con cuidado, 
pues deja en evidencia que la centralización de la ju-
risdicción probablemente implique un riesgo para la 
tutela judicial efectiva en lo contencioso-administra-
tivo. Es claro que los con"ictos con administraciones 
públicas no se dan, únicamente, en el Valle Central. El 
hecho de que la inmensa mayoría de los casos analiza-
dos tengan ese origen geográ!co es evidencia de que, 
simplemente, aquellos que se presentan fuera del área 

metropolitana no llegan a estrados judiciales, entre 
otras razones, por la lejanía de la sede física del TCA y 
demás despachos de la jurisdicción, lo cual desincenti-
va a los justiciables de las zonas rurales.

Otras características sociodemográ!cas de las par-
tes intervinientes no estaban incluidas en la mayoría de 
los expedientes, por lo cual no fue posible conocer en 
detalle quiénes están haciendo uso de esta jurisdicción. 
Esta es una limitación que debe ser resuelta a la mayor 
brevedad, pues impide conocer el per!l de las personas 
que recurren a esta jurisdicción –“los clientes” de los 
servicios del Poder Judicial–. 

Amparo de legalidad
Los amparos de legalidad representan cerca del 

60% del total de casos nuevos que anualmente ingre-
san al TCA. El amparo de legalidad es un proceso de 
creación pretoriana cuyo objetivo es conocer las viola-
ciones del derecho fundamental de petición y pronta 
respuesta, el cual está garantizado por el artículo 27 
constitucional. Habitualmente, se trata de casos en los 
cuales las personas reclaman que alguna entidad no 
responde sus peticiones de forma pronta y cumplida. 
El TCA entonces, cuando procede, resuelve para obli-
gar judicialmente a la entidad a que responda. 

Al ser de creación pretoriana, su trámite fue de!-
nido mediante sentencia de la Sala Primera n° 879 del 
2009, en la cual se indicó que el amparo de legalidad 
no debía tramitarse como un proceso de conocimien-
to, ni siquiera como preferente de conocimiento, sino 
que debía seguir las mismas reglas del recurso de am-
paro que se tramita ante la Sala Constitucional, con-
forme a la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin 
perjuicio de la aplicación de ciertos institutos propios 
del CPCA. Es decir, se trata de un proceso híbrido, sin 
regulación procesal de!nida por el legislador. De este 
modo, el proceso es conocido por el Tribunal Conten-
cioso Administrativo (TCA) mediante sentencia de 
única instancia adoptada por un juez unipersonal. Se 
admite resolver la disputa mediante la conciliación y 
en caso de que se deba dictar sentencia estimatoria, se 
de!ne un plazo de para resolver la petición de la perso-
na interesada por parte de la administración demanda-
da. La ejecución de estos fallos le corresponde a un juez 
de ejecución del TCA. 

En la muestra de expedientes de esta instancia su-
ministrada para este estudio, se encontraron 204 am-
paros de legalidad, en siete de los cuales hay alguna evi-
dencia de involucramiento de la Sala Constitucional. 
Solamente en dos esa consulta fue efectuada antes de 

18 Las referencias antecedidas por la letra “E” corresponden a entrevistas o comunicaciones personales realizadas durante el proceso de elaboración de este Informe. La 
información respectiva se presenta en la sección “Entrevistas”, de las referencias bibliográ!cas de este capítulo.
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ingresar el caso al TCA19.  Así las cosas, se puede a!r-
mar que, en el período 2018-2020, por cada cien casos 
de amparos de legalidad al TCA, solo hubo uno que 
presentó un recurso de amparo ante la Sala Constitu-
cional, pero como esta indicó que el asunto debía ser 
resuelto en el TCA, es factible descartar que aún per-
sista confusión sobre cuál es la vía idónea para atender 
estos casos. 

Los ministerios y órganos adscritos a estos repre-
sentan el 94% de las omisiones. Resalta el caso del 
Ministerio de Educación Pública (64%), seguido, muy 
atrás, por la Dirección General de Migración y Extran-
jería (7%). Como era de esperar, la mayoría de las de-
mandas son presentadas en San José. Según entrevista 
sostenida con el coordinador del TCA, es muy usual 
que la parte demandada sea la Dirección de Pensiones 
(E: Góngora, 2022), mientras que en otras provincias 
hay más casos que se originan en omisiones atribuidas 
a una municipalidad (grá!co 2.2).

Dada la ausencia de regulación normativa, se logró 
comprobar la existencia de una confusión respecto a 
la administración pública que cuenta con legitima-
ción para ser demandada. En efecto, la Procuraduría 
General de la República (PGR) fue la “demandada” o 
“codemandada” en un 65% de los casos examinados, 
es decir, a diferencia de lo que sucede con los proce-
sos de conocimiento, se entabla la demanda en contra 
de la administración omisa y, además, en contra de la 
PGR. Esta confusión se origina por el hecho de que, 
sin sustento normativo alguno, la PGR interviene en 
los procesos de amparo de legalidad a pesar de que no 
lo hace en los procesos de amparo ante la Sala Consti-
tucional. Sería conveniente resolver, mediante la regu-
lación expresa del amparo de legalidad, la naturaleza y 
alcances de la intervención de la PGR. Su intervención 
agrega complejidad al proceso, pues se requieren varias 
audiencias y noti!caciones adicionales, analizar varios 
escritos de contestación de demanda y otra serie de ac-
tuaciones innecesarias cuando el proceso es tramitado 
sin la intervención de la PGR.

Alta admisibilidad, con una mayoría 
de casos que obtiene resolución final 
conciliatoria 

Para efectos de la tutela efectiva de derechos es im-
portante determinar si existen !ltros de admisibilidad 
de los recursos de amparo de legalidad que di!culten 
el acceso a la justicia. En nueve de cada diez casos los 

escritos de demanda cumplieron con los requisitos de 
forma mínimos para darle trámite, aun y cuando no 
existe regulación normativa expresa. Por su parte, en 
un 51% de los casos se tramitó la fase de conciliación 
que por vía jurisprudencial se admitió como parte del 
procedimiento, mientras que en un 49% se dictó sen-
tencia de fondo (grá!co 2.3). 

Aunque este proceso es por naturaleza informal, en 
nueve casos las demandas se declararon inadmisibles. 
Los requisitos que se incumplen con más frecuencia 
están relacionados con la pretensión que se formula: 
en 2 de los 9 casos la inadmisibilidad radica en el he-
cho de que la pretensión no se ajusta a la jurispruden-
cia de!nida por la Sala Constitucional; en otros20, se 
menciona que lo pretendido no es susceptible de tutela 
(1), que no corresponde al TCA (1), que ya se adoptó 
la conducta omisiva (1) y además se detallan requisitos 
no subsanados (4).

19 En ambos casos se presentó recurso de amparo ante la Sala Constitucional para que ordenara a la Dirección Nacional de Pensiones resolver el reclamo administrativo 
presentado ante esa instancia. 
 
20 Se trata de cuatro casos en los que participa la PGR, donde una persona física demanda a un ministerio u órgano adscrito.

 
 

Total Ministerio Municipalidad

San José Otra provincia

6

94 96

37

4

63

a/ La ubicación geográfica del conflicto se determinó a partir de la información recopilada 
en los expedientes que se muestrearon debido a que no se hace el registro respectivo una 
vez que ingresa el caso al TCA.
Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, 2021.

Z Gráfico 2.2
Institución del Estado ante quien se presenta petición 
o reclamo inicial en amparos de legalidad, según lugara/ 
del acto administrativo impugnado. 2018-2020
(porcentajes)
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En conjunto, 103 expedientes de amparos de le-
galidad (50,5%) llegaron a una fase de conciliación21 
(cuadro 2.3). En cuatro casos se identi!ca el fracaso de 
la conciliación  y el motivo de salida es la sentencia, 
debido a que alguna parte no se presenta a la audien-
cia conciliatoria (2) y alguna de las partes se niega a 
conciliar (2). De los 99 casos en los cuales no fracasa la 
conciliación, en todos hay homologación del acuerdo 
conciliatorio.

Una constatación del examen de expedientes es 
que el recurso de la conciliación es una alternativa esta-
dísticamente relevante para los amparos de legalidad. 
Ello no sucede, como se verá, en el caso de los proce-
sos de conocimiento, donde esa opción es práctica y 

 

2,0

2,0

2,0

2,5

6,4

38,2

46,6

Cumple requisitos, con conciliación
 y con sentencia

No cumple requisitos, sin conciliación
 y sin sentencia

No cumple requisitos, con conciliación
 y sin sentencia

Cumple requisitos, sin conciliación
 y sin sentencia

No cumple requisitos, sin conciliación
 y con sentencia

Cumple requisitos, sin conciliación
 y con sentencia

Cumple requisitos, con conciliación
y sin sentencia

Fuente: Elaboración propia con datos de Bogantes y García, 2022.

Z Gráfico 2.3
Distribución porcentual de los expedientes de amparo 
de legalidad del Tribunal Contencioso Administrativo, 
según estado. 2018-2020

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE
JURISDICCIÓN CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA, 
véase Bogantes y García, 2021, 
en www.estadonacion.or.cr

Z Cuadro 2.3

Distribución de expedientes en amparo de legalidad, por características, 
según si se da o no conciliación entre las partes. 2018-2020
(porcentajes con respecto a si se da o no conciliación)

Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2021.

Características Total No hay conciliación Hay conciliación
Número expedientes amparos de legalidad 204 97 103
Requisitos de demanda 100,0 100,0 100,0
Cumplen 89,7 82,5 96,1
No cumplen 10,3 17,5 3,9
Lugar 100,0 100,0 100,0
San José 93,1 88,7 97,1
Otra provincia 6,9 11,3 2,9
Quien demanda 100,0 100,0 100,0
Persona física 97,0 93,7 100,0
Empresa 2,5 5,3 0,0
Otro 0,5 1,0 0,0
Quien es demandado 100,0 100,0 100,0
Ministerio u órgano adscrito 92,8 87,7 99,0
Municipalidad 2,1 1,0 1,0
Otro 5,1 11,3 0,0

21 Se trata de cuatro casos en los que participa la PGR, donde una persona física demanda a un ministerio u órgano adscrito.
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Z Gráfico 2.4
Distribución porcentual de los amparos de legalidad con 
sentencia, según declaración de inadmisibilidad y tipo 
de salida. 2018-2020

estadísticamente inexistente. Nótese que esa situación 
se presenta aún y cuando, como se ha visto, la PGR 
participa en estos procesos.

La repuesta de los amparos de legalidad tiende a 
ser a favor del demandante. De los 204 expedientes de 
amparos de legalidad, 95 terminan con una sentencia 
y en más de dos tercios es con lugar. En las 22 senten-
cias sin lugar, hay causales como la inadmisibilidad e 
improcedencia de la pretensión, conductas no impug-
nables y cosa juzgada material (grá!co 2.4)

No existe diferencia estadísticamente signi!cativa 
en cuanto a los pronunciamientos según tipo de ente 
demandado o si hubo o no participación de la PGR.  
Por otra parte, al menos en el 70% de los casos, la ad-
ministración de la institución demandada resolvió o 
cumplió con la conducta omisiva; en el resto había 
situaciones de caducidad, desistimiento, inadmisibili-
dad, entre otras. En este tema en particular, no se logró 
apreciar sesgos que creen riesgos para la tutela efectiva 
de derechos asociados a la particular naturaleza de los 
actores que recurren a esta jurisdicción.

Tiempos de resolución no garantizan 
prontitud para el amparo de legalidad 

La resolución de un amparo de legalidad positiva 
para la persona demandante tiene una duración pro-
medio de 149 días cuando hay conciliación y 220 días 
si se genera fuera de la provincia de San José. En el 10% 
de los expedientes con conciliación, la duración es ma-
yor a 232 días (véase percentil 9022 en el cuadro 2.4). 

Cuando hay sentencia, la duración promedio es de 
224 días (309 días si es fuera de la provincia de San 
José) y 10% de los casos tienen una duración superior a 
386 días, es decir, poco más de un año. Hay dos carac-
terísticas en los procesos que están asociados a una ma-
yor extensión de este tiempo: cuando no se cumplen 
los requisitos de la demanda o si la situación se genera 
fuera de la provincia de San José.

Estas duraciones revelan que, la mayor parte del 
tiempo que transcurre para tener una solución al con-
"icto mediante sentencia o conciliación, esto suele 
darse principalmente fuera del ámbito judicial. El jus-
ticiable parece acudir a la vía judicial luego de agotar la 
posibilidad de que se le resuelva su petición sin orden 
judicial o conciliación. Esta situación podría obede-
cer, aunque no hay evidencia empírica que permita 
demostrarlo, a que el ciudadano preferiría no acudir 
a la vía judicial y que, cuando así lo hace, es porque no 
encuentra otro remedio. 

22 El percentil 90 divide las duraciones en dos grupos: 90% son inferiores a ese valor y 10% son superiores.  Aquí se toma el 10% superior como un valor extremo para ese momento.

Z Cuadro 2.4

Tiempo de resolución de los amparos de legalidad para 
el grupo de casos que supera el 90% de las duraciones, 
según las fases del proceso. 2018-2020

Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, 2021.

Fase
Percentil 90  
(días naturales)

Entre la ocurrencia de los hechos y que se 
presenta la demanda

1.545

Entre que se presenta la demanda y hay audiencia 
de conciliación

232

Entre que hay audiencia de conciliación y se hace 
homologación del acuerdo

14

Entre que se presenta la demanda y se notifica 43
Entre que se notifica y se contesta la demanda 94
Entre que se presenta la demanda y hay sentencia 386
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Por otra parte, es claro que los tiempos entre cada 
hito del proceso son muy extendidos, sobre todo tra-
tándose de un proceso sumario y célere como debe ser 
toda causa de amparo de garantías fundamentales se-
gún el artículo 25.1 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos y el 48 de la Constitución Políti-
ca. Buena parte de la falta de celeridad de estos proce-
sos parece derivar del hecho de que su trámite no está 
claramente reglado, por lo que no es posible asegurar 
la sencillez a la que hace referencia el citado artículo 
de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
En efecto, especialmente la práctica de otorgar 15 días 
hábiles a la parte demandada para que enmiende la 
conducta omisiva, de previo a resolver por el fondo, 
podría no estar conforme con la exigencia de protec-
ción judicial reglada en el aludido artículo 25.1 de la 
Convención. Desde esta perspectiva, es obvio que la 
escasa asignación de recursos humanos y materiales 
para la demanda de procesos incide en los plazos refe-
ridos, los cuales contrastan con los que se presentan en 
el caso de procesos de amparo tramitados ante la Sala 
Constitucional. 

Todo indica que resulta recomendable regular le-
galmente estos procedimientos para que se asegure su 
sencillez y celeridad, así como su efectividad. Cierta-
mente, existen variables ajenas a la voluntad de las per-
sonas juzgadoras que ocasionan dilación, entre ellas, 
las di!cultades para noti!car a todas las partes con 
celeridad, la necesidad de prevenir la corrección del es-
crito de demanda por defectos formales y la existencia, 
estadísticamente signi!cativa, de casos que deben ser 
desestimados pues el objeto del proceso es ajeno a la 
competencia del TCA en la vía de amparo de legali-
dad. Finalmente, no debe dejarse de lado que la gran 
cantidad de procesos de esta naturaleza son el resulta-
do de una reiterada conducta omisiva por parte de las 
administraciones públicas –en particular, órganos de 
ministerios–, la cual podría ser objeto de medidas co-
rrectivas en su origen, de modo que no sea requerida la 
intervención judicial. 

Procesos de conocimiento 
El TCA recibe, además de los amparos de legali-

dad, un segundo tipo de casos relacionados con dis-
putas entre particulares y la administración pública: 
los procesos de conocimiento, los cuales están debi-
damente normados en el CPCA. La muestra revisada 
incluye 101 expedientes de procesos de conocimiento; 
además, se mantiene el patrón de concentración geo-
grá!ca en San José (50,5%) y en el 37,2% se demanda a 
un ministerio, porcentaje que alcanza un 60,8% cuan-
do el suceso ocurre fuera de la provincia de San José. 
Las instituciones autónomas, por su parte, ocupan la 
segunda posición (23,9%).

A diferencia de los amparos, en los procesos de co-
nocimiento es más frecuente el fenómeno de deman-
dar a la persona funcionaria, con el !n de reclamarle 
responsabilidad personal. Cabe resaltar, en relación 
con este tema, que en pocos casos hay empresas priva-
das codemandadas. Asimismo, debe considerarse que 
la naturaleza de la parte demandada no genera ningu-
na variación signi!cativa en cómo terminan los casos 
de conocimiento (grá!co 2.5).

Con el !n de analizar si el acceso al TCA por me-
dio de los procesos de conocimiento es amplio y, en 
congruencia con los principios de tutela efectiva de 
derechos, se revisaron los posibles !ltros de ingreso a 
la jurisdicción. En la primera etapa de interposición 
de la demanda, destaca el dato de que el 75% de los 
expedientes incumplieron algún requisito exigido por 
el CPCA al presentar la demanda. En los casos en que 
se ha debido prevenir la subsanación del escrito de 
demanda, se aumenta el plazo requerido para que esa 
demanda sea admitida y se noti!que su traslado a la 
parte demandada, aspecto que no es atribuible al TCA 
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Fuente: Elaboración propia con datos de Bogantes y García, 2022.

Z Gráfico 2.5
Distribución porcentual de los asuntos de conocimientoa/ 
del Tribunal Contencioso Administrativo, por motivo de 
término, según ente demandado. 2018-2020



CAPÍTULO 2 | ESTADO DE LA JUSTICIA  77

sino a la parte actora, concretamente, a la persona pro-
fesional en derecho responsable del proceso. Fue posi-
ble comprobar que el incumplimiento de requisitos de 
admisibilidad del escrito de demanda es más frecuente 
fuera de San José (grá!co 2.6). Del 71% de los casos 
que fueron declarados inadmisibles, dicho criterio está 
justi!cado en la mayoría de los casos; en primer lugar, 
por defectos formales en la redacción de los hechos 
(75%) y, en segundo lugar, por defectos en la redacción 
de la pretensión que se formula (55%).  

El dato que más interesa resaltar es el elevado por-
centaje de casos en los que se redacta el escrito de de-
manda de modo informal. En efecto, en la mayoría de 
los casos se re!ere a la redacción defectuosa de los he-
chos base de la demanda. Al evaluar lo regulado en el 
CPCA, se puede observar que en el artículo 58.1 b) se 
establece que en el escrito de demanda se deberá indi-
car “necesariamente” “los hechos y los antecedentes, en 
su caso, relacionados con el objeto del proceso, expues-
tos uno por uno, enumerados y especi!cados”. 

Si bien no parece que los problemas de redacción 
de los hechos incluidos en los escritos de demanda 
obedezcan, a su vez, a una mala redacción de la nor-
ma que regula esa materia, sería útil, quizá, incluir en 
la norma que los hechos de la demanda “deberán ser 
puros y simples”.

Finalmente, debe subrayarse que fue posible detec-
tar estos pronunciamientos de inadmisibilidad gracias 
al muestreo de expedientes, no así en las estadísticas 
rutinarias de la jurisdicción, que no hacen distinción 
sobre las causas formales sustanciales de la inadmisibi-
lidad, pese a que su identi!cación es muy relevante en 
la medida en que constituyen una barrera de acceso. 
En una investigación futura, el porcentaje de inadmi-
sibilidad podrían revisarse para determinar cuántos 
proceden de rechazos en la jurisdicción constitucional 
por considerarse de “mera legalidad” y son nuevamen-
te rechazados en la jurisdicción ordinaria por estar de-
fectuosos, con lo cual se estaría generando un vacío en 
el acceso a la justicia para ciertos casos de violaciones a 
derechos (recuadro 2.1). 

Dos factores retrasan los procesos 
de conocimiento

Una vez sobrepasada la etapa de admisibilidad, los 
procesos de conocimientos seleccionados mostraron 
algunos de los cuellos de botella que inciden en las 
duraciones !nales de los procesos de conocimiento y, 
por tanto, en la tutela efectiva de derechos. En primer 
lugar, la dilación en la de!nición de la audiencia preli-
minar, es decir, desde el momento en que se interpone 
una demanda hasta que se da una primera audiencia. 
Entre estos eventos puede pasar un tiempo conside-

Inadmisibilidad total
Inadmisibilidad 

parcial

Hechos y antecedentes

Pretensión que se formula

Pruebas ofrecidas

Fundamentos de derecho

Partes y representantes

Motivo de daños y perjuicios

Porcentaje Porcentaje Porcentaje

Requisito
No hay

inadmisibilidad

0      20      40       60 0      20      40       60 0      20      40       60

Estado

a/ Incluye los expedientes registrados por asunto de conocimiento, empleo público y otros.
b/ Un mismo expediente puede cumplir con varios requisitos.
Fuente: Elaboración propia con datos de Bogantes y García, 2022.

Z Gráfico 2.6
Porcentaje de expedientes en asuntos de conocimientoa/ 
del Tribunal Contencioso Administrativo, por 
cumplimiento de requisitos en el escrito de demanda 
y estadob/. 2018-2020

rable que puede prolongarse cuando las fechas sufren 
cambios, se posterga la audiencia o cuando se requiere 
de dos o más audiencias por la complejidad del asun-
to (por ejemplo, por el número de testigos); en ambas 
circunstancias se demora el caso. 

Para los 47 casos con audiencia preliminar, 17 su-
frieron cambio de fechas y en 10 fue necesario celebrar 
una segunda audiencia (cuadro 2.5). Estos datos son 
de interés, dado que ambos eventos conllevan un im-
portante retraso en el dictado de la sentencia, cuando 
es jurídicamente posible, y dan cuenta de una mayor 
complejidad en los casos que se están tratando.

Los procesos de conocimiento pueden ser de 
“puro derecho”. En estos casos no hay una audiencia 
de juicio oral y público, sino que luego de celebrada 
la audiencia preliminar y rendidas las conclusiones, el 
expediente pasa a fallo escrito (artículo 98.2 CPCA). 
En esos casos, la espera es incierta, debido a que no 
existe ningún plazo establecido para fallar bajo pena 
de nulidad y las partes, además, no son informadas de 



78   ESTADO DE LA JUSTICIA | CAPÍTULO 2

cuándo o en qué “lugar” de la lista se encuentra el ex-
pediente. Contrariamente, cuando existe juicio oral y 
público, si bien puede agendarse a dos años plazo, al 
menos se cuenta con una fecha cierta de fallo, a saber, 
quince días hábiles luego de esa fecha de juicio, a más 
tardar. En los casos de puro derecho esta fecha posible 
no existe. Lo cierto es que, en términos generales, en 
ambos casos los tiempos de espera están aumentando 
y esto constituye uno de los retos más importantes del 
TCA, pues ya alcanzan plazos que se salen de toda 
razonabilidad (Minuta del taller de consulta del 1 de 
abril de 2022). 

En segundo lugar, se evidenció que la existencia de 
prueba es un factor de retraso, especialmente cuando 
se trata de prueba pericial que puede in"uenciar en el 
proceso. En dos de cada tres expedientes hay prueba 
documental, pero solamente en un 26,8% de esos ca-
sos se aceptó la totalidad de la prueba. Además, en un 
90,1% de los casos no hay prueba pericial (solamente 
en 5 expedientes se evacuó prueba de ese carácter) y en 

23 Un análisis de las sentencias de la Sala Constitucional relacionadas con el derecho al agua mostró que un grupo importante de rechazos se justi!caban con el argu-
mento de “mera legalidad”, arguyendo que la Sala no cuenta con personal técnico ni capacidad para realizar audiencias, contraste de pruebas, etc. Por ello se considera 
que esos derechos están mejor tutelados en las jurisdicciones ordinarias.  No es posible conocer en cuántos de esos casos las personas siguieron con el proceso en el CA, 
pero tratándose de un derecho humano y considerando que la mayoría de los casos provienen de poblaciones vulnerables, no se prevé que tengan las condiciones para 
abrir un proceso contencioso con los costos y duraciones derivadas (Villarreal y Wilson, 2022).
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Z Gráfico 2.7
Cantidad de casos rechazados de plano en la Sala 
Constitucional (SC) y casos ingresados por primera 
instancia en el Tribunal Contencioso Administrativo (TCA). 
2018-2021

Z Recuadro 2.1

¿Es posible estimar cuánto llega al Contencionso-Administrativo de lo que rechaza 
la Sala Constitucional con el argumento “de mera legalidad”?

La Sala Constitucional traslada a la jurisdicción CA los asuntos de mera 
legalidad. Es una discusión no zanjada a lo interno del pleno de la Sala, 
pues el criterio de qué es un asunto de mera legalidad puede variar en 
la jurisprudencia, incluso en un mismo tema. En el tema ambiental, por 
ejemplo, hay casos muy similares con decisiones contradictorias: en unos 
casos se resuelve por el fondo y en otros se rechaza de plano la demanda, 
por estimarse que se trata de un aspecto de “mera legalidad”. Un ejemplo 
de esa situación se puede apreciar en casos relacionados con el derecho al 
agua23. En todo caso, este traslado no es de oficio, sino que en la resolución 
–usualmente son rechazos de plano o de fondo–, la Sala conduce a la 
persona demandante a plantear su caso en otra jurisdicción. Es prerrogativa 
de la persona si decide acudir o no a ella. 

En este contexto, interesa conocer si se puede estimar cuántos de los 
procesos que no admite la Sala Constitucional, bajo el argumento de que 
son asuntos de amparos de legalidad o asuntos de “mera legalidad”, llegan 
a la jurisdicción contencioso-administrativa. En la revisión de expedientes, 
únicamente un 10,9% tenía alguna indicación de haber sido sometido a la 
Sala Constitucional previamente. No obstante, interesa aludir a la estadística 
que muestra la cantidad de procesos de amparo rechazados de plano por la 
Sala en los últimos años versus los casos entrados al CA como asuntos de 
conocimiento (gráfico 2.7). A partir de esta comparación es posible concluir 

que difícilmente los procesos declarados por la Sala como inadmisibles 
por ser un asunto de mera legalidad, se ponen en conocimiento del TCA.

Ciertamente, no es posible afirmar que la totalidad de los rechazos 
de plano de amparos por parte de la Sala Constitucional sean por 
estimarse que son procesos de mera legalidad, sin embargo, aun 
cuando estos fueran una porción pequeña, es muy probable que pocos 
o muy pocos ingresen al circulante de la jurisdicción contencioso-
administrativa, considerando la cantidad de ingresos de procesos de 
conocimiento que se produce cada año.

Sin duda, lo pesado del trámite de un proceso de conocimiento, la 
lejanía del TCA para quienes no habitan en la zona metropolitana y 
el riesgo de condena en costas podrían ser factores que induzcan al 
justiciable a no litigar su caso en esta instancia. En esta materia, según 
lo indicado por el taller de consulta del 1 de abril de 2022, no se cuenta 
con defensa pública, ni consultorios jurídicos gratuitos –salvo para las 
poblaciones indígenas–, por lo que muchas personas optan, cuando 
pueden, por la materia laboral que sí cuenta con estas asesorías, 
o incluso la civil, que se considera más accesible que el derecho 
administrativo.
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85,6% no tienen prueba testimonial: 13 expedientes 
contienen testigos; 10 de ellos cuentan con 2 o más 
testigos (cuadro 2.6).

El número de casos en los que se admitió prueba 
pericial no es muy elevado; no obstante, conforme a la 
evidencia recabada –entrevista con el coordinador del 
TCA y a experiencias prácticas–, cuando se designan 
peritos suele producirse una gran dilación en el trámite 
del proceso, especí!camente, entre la celebración de la 
audiencia preliminar y la celebración de la audiencia 
oral de juicio. Esto obedece a la di!cultad de que, una 
vez designados los peritos, es preciso localizarlos y que 
acepten el nombramiento dentro del plazo concedido. 
Por otra parte, una vez que aceptan el nombramiento, 
podrían ser recusados por las partes, o bien, de no ha-
berlo sido, podría ser necesaria la ampliación del plazo 
para que se rinda el informe, o bien, que atiendan soli-
citudes de adición o aclaración de dictamen rendido.

Todas estas vicisitudes ocasionan grandes dilacio-
nes que no solo son ajenas a la voluntad del TCA, sino 
que están fuera de su control, ya sea porque de!nir la 
lista de peritos no es de su competencia, o bien, porque 
no pueden controlar que se cumpla en tiempo con la 
pericia o que, al hacerse, se realice de forma tal que no 
se requieran aclaraciones o adiciones al informe.

La mayoría de las medidas cautelares 
es denegada y su resolución, tardada

En el inicio o durante el proceso contencioso-admi-
nistrativo, las personas demandantes pueden solicitar 
medidas cautelares de diversa índole. Este instrumen-
to es fundamental para la tutela efectiva de derechos, 
pues garantiza el disfrute del derecho o, al contra-
rio, que la violación señalada no se perpetúe hasta 
la sentencia en !rme, máxime considerando la crecien-
te espera que suele presentarse para que se adopte un 
fallo !nal y de!nitivo. 

La regulación de las medidas cautelares fue objeto 
de una amplia regulación y constituye una de las refor-
mas más importantes incluidas en el CPCA, pensadas 
para que fueran más "exibles y abarcadoras. En ese sen-
tido, no solo se trata de la suspensión de la ejecución 
de los actos administrativos, sino también de otras de 
carácter positivo o innovador ( Jinesta, 2017). Esta 
variedad de medidas que pueden solicitarse hace que 

Z Cuadro 2.5

a/ Incluye los expedientes en conocimiento, empleo público y otros. 
Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2021.

Distribución de expedientes en asunto de conocimientoa/ 
del Tribunal Contencioso Administrativo, por 
características de la audiencia, según motivo de salida. 
2018-2020
(porcentajes con respecto al motivo de salida)

Características Total
Motivo de salida

Inadmisibilidad Sentencia Otro
Número 
expedientes

101 53 38 10

Hay audiencia preliminar
   Sí 46,5 18,9 84,2 50
   No 53,5 81,1 15,8 50
Solicitud de cambio de fechas
   Sí 36,2 20 37,5 80
   No 63,8 80 62,5 20
Hay audiencia complementaria
   Sí 21,3 0 29,0 20
   No 78,7 100 71,0 80

Z Cuadro 2.6

a/ Incluye los expedientes en conocimiento, empleo público  y otros. 
Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2021.

Distribución de expedientes en asunto de conocimientoa/ 
del Tribunal Contencioso Administrativo, por tipo de 
prueba, según motivo de salida. 2018-2020
(porcentajes con respecto al motivo de salida)

Características Total Inadmisibilidad Sentencia Otro
Número expedientes 101 53 38 10
Hay prueba documental
   Sí 68,4 49,0 92,1 77,8
   No 31,6 51,0 7,9 22,2
Hay prueba pericial
   Sí 6,2 2,0 13,5 0
   No 93,8 98,0 86,5 100
Hay prueba testimonial
   Sí 14,4 3,9 33,3 0
   No 85,6 96,1 66,7 100

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE
NOMBRAMIENTOS DE PERITOS
véase Román, 2022,  
en www.estadonacion.or.cr
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b/ Un mismo expediente puede cumplir con varias medidas cautelares.
Fuente: Elaboración propia con datos de Bogantes y García, 2022.

Z Gráfico 2.8
Porcentaje de expedientes en asuntos de conocimientoa/ 

del Tribunal Contencioso Administrativo, por medidas 
cautelares solicitadas y estadob/. 2018-2020

su respectiva gestión también sea más compleja pues, 
así como algunas son muy céleres, se ha presentado un 
caso de medida cautelar que ha tardado casi tres años 
en resolverse. 

Entre la variedad de opciones reguladas en el 
CPCA, se encuentra la opción de medidas cautelares 
ante causam e inaudita altera parte (provisionalísimas). 
En esos casos, el justiciable intenta que se adopte una 
medida cautelar antes del proceso principal y sin que 
se escuche a la contraparte, lo que se da bajo supuestos 
de extrema urgencia. 

En los demás casos, una vez solicitada una medida 
cautelar, las personas juzgadoras deben dar audiencia a 
la contraparte y sucesivamente entrar a resolver por el 
fondo la solicitud.

De los 101 expedientes, en 29 hay solicitudes de 
medidas cautelares ante causam, que se dan antes de 

que el caso de conocimiento haya sido recibido en el 
TCA (21 son inaudita altera parte) y en 5 son intra-
procesales, o sea, ya iniciado el proceso judicial (grá-
!co 2.8).

Independientemente del tipo de medida solicitada, 
la respuesta del TCA es mayoritariamente negativa, 
sin diferencias estadísticamente signi!cativas. De las 
29 solicitudes de medidas cautelares provisionalísimas, 
16 fueron denegadas24. De estas solicitudes de medida 
cautelar provisionalísima, cerca de la mitad tuvieron 
una sentencia, lo cual podría ser indicativo de que la 
solicitud de la medida tenía una justi!cación. De los 
29 expedientes con solicitudes de medidas cautelares 
ante causam, 18 casos terminan en una salida de!nitiva 
de demanda inadmisible, 1 en caducidad y 1 en desisti-
miento. El 32,4% completa hasta sentencia. De 5 expe-
dientes con solicitudes de medidas cautelares durante 
el proceso, 2 casos fueron inadmisibles, 2 terminaron 
en sentencia y uno se clasi!có como otros. 

El proceso para la resolución de una medida caute-
lar provisionalísima ante causam está compuesto por 
distintos pasos. El primero tarda 48 días en promedio: 
eso es lo que se requiere para tener el asunto listo para 
resolver luego de planteada la demanda cautelar. Du-
rante ese periodo, el TCA debe dar traslado a la parte 
demandada o partes codemandadas por un plazo de 
tres días hábiles. De ahí que la dilación promedio de-
tectada –de 48 días– se relaciona probablemente con 
di!cultades en la subsanación de la demanda cautelar, 
o bien, con la noti!cación a la contraparte o contra-
partes, o ampliaciones a la petición inicial de la parte 
promovente. Según el coordinador y subcoordinador 
del TCA, así como con el coordinador judicial, en 
muchos casos la tardanza obedece a la multiplicidad de 
partes codemandadas, o bien, a que la actora adiciona 
la demanda cautelar extendiéndola a otros codeman-
dados. Las di!cultades para practicar la noti!cación 
también explican esa demora.

Superada esa etapa, el segundo paso es la resolución 
de la demanda, que toma 36 días adicionales, plazo que 
parece más extenso de lo deseable en materia cautelar, 
pero que tiene como explicación la reducida cantidad 
de juzgadores encargados de resolver medidas cautela-
res en la actualidad25.

La importancia de una resolución expedita de las 
medidas cautelares es evidente y no requiere mayor ex-
plicación, por lo que resulta imperioso adoptar medi-
das que aseguren una mayor rapidez en la tramitación 

24 Tampoco se identi!caron diferencias estadísticamente signi!cativas en términos del juez o jueza que de!nió las medidas cautelares. Dicho de otro modo, no se 
registró, en el cuestionario, el motivo de la negación de dichas medidas. 
 
25 Con el rediseño, la fórmula actual de dedicar juzgados exclusivamente para resolver medidas cautelares variará.
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de estos asuntos y su resolución en primera instancia, 
máxime considerando que el trámite y resolución de 
los procesos ha crecido exponencialmente en los últi-
mos años.

Por su parte, en el caso de las medidas cautelares 
tramitadas intraprocesalmente, la dilación para tra-
mitar y resolver las medidas cautelares es aún mayor 
–más de cien días en promedio–, lo que refuerza la 
necesidad de valorar alternativas que aseguren una re-
solución más pronta de las medidas cautelares. A ese 
promedio de duración habría que sumarle los días que 
se toma para resolver el recurso de apelación en contra 
de lo que sea resuelto por el TCA, en los casos que co-
rrespondan.

Un 38% de los casos llegan a tener 
sentencia y un 21% apelan 

La tutela efectiva de derechos incluye el derecho 
a la resolución de la demanda planteada por una au-
toridad competente, decisión basada exclusivamente 
en el ordenamiento jurídico. Ahora bien, sucede que, 
en la práctica, no en todos los casos se logra obtener 
una resolución de fondo, sino que es posible encontrar  
estas salidas: 

• Inadmisión de la demanda, por ejemplo, porque la 
demanda no constituye una conducta susceptible 
de impugnación en la jurisdicción.

• Desistimiento, porque la parte actora decide reti-
rar la demanda.

• Sentencia: resolución que debe declarar la pro-
cedente, o improcedencia total o parcial de la  
demanda. 

De los 101 expedientes seleccionados en asunto de 
conocimiento, 53 terminaron26 en inadmisibilidad, 38 
en sentencia, 4 en la categoría “otros”, 3 caducos y 3 
desistidos. 

En 12 de los 38 expedientes con sentencia se llevó 
a cabo un juicio oral y público27, y en 14 se tramitó el 
caso como puro derecho. De los 14 casos que requirie-
ron juicio oral, en 4 expedientes hubo suspensión de 
la audiencia y modi!cación de las fechas, que, como se 
indicó antes, son factores que retrasan el proceso.

La acogida de la demanda en los procesos de  
conocimientos es minoritaria. Solo en 15 expedientes 

se declaró procedente la demanda, es decir, se le dio 
la razón a la persona demandante. En esos casos, el 
pronunciamiento del Tribunal hace referencia a los 
siguientes aspectos: 

• disconformidad de la conducta administrativa con 
el ordenamiento jurídico (8 casos), 

• anulación total o parcial la conducta administrati-
va (5) y 

• se condena al pago de daños y perjuicios (5 en to-
tal, de los cuales 2 casos con pronunciamiento de 
existencia y cuantía). 

En el 29,1% de los casos de conocimiento, hay 
condena de costas a la parte que perdió la deman-
da, que son mayoritariamente personas físicas. Ello  
podría desincentivar la utilización de esta jurisdicción, 
pues en caso de que no logre una sentencia favorable, la 
persona tendría que asumir los costos legales de ambas 
partes. Cabe indicar que no hay diferencias estadísti-
camente signi!cativas según fuera la parte demanda-
da (el Estado, municipalidad, institución autónoma, 

 
 

Otro

Sentencia

Inadmisibilidad

Total

Sí No

21.1

14.8

22.7

37.5

85.2

77.3

62.5

a/ Incluye los expedientes registrados por asunto de conocimiento, empleo público y otros.
Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, 2021.

Z Gráfico 2.9
Distribución porcentual de expedientes en asuntos de 
conocimientoa/, por estado, según presentación o no de 
recurso de apelación. 2018-2020

26 El concepto de caso terminado se re!ere a expedientes que completaron el procedimiento en la instancia en cuestión.   
 
27 De ese modo, en primer término, el juez tramitador deberá valorar si existen aspectos que hagan de imperiosa necesidad la realización de la audiencia preliminar  
y eventualmente la de juicio oral y público (Rojas, 2016).
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entre otros). En 21 de los expedientes examinados se 
interpuso un recurso de apelación (21%) en contra de 
alguna de las resoluciones que tienen dicho recurso, 
pero en 10 fue rechazado de plano (grá!co 2.9).  

Largas duraciones en la resolución de los 
asuntos de conocimiento  

Los tiempos requeridos para cumplir cada paso en 
el Tribunal en los casos de conocimiento presentan du-
raciones que se extienden más allá de lo razonable, con 
lo cual se evidencia un riesgo de tutela. Ciertamente 
puede haber una variabilidad enorme en este tipo de 
casos según se trate de fallo directo, de puro derecho, 
con juicio oral y público, municipales, entre otros. 
Para disminuir el efecto de esa variación, los prome-
dios de duración se calculan sin el 5% de extremos muy 
altos o bajos. 

Se calcularon los tiempos (en días naturales) en-
tre los diferentes hitos clave de los procesos de cono-
cimiento. Para cada uno de esos tiempos se calculó el 
promedio (media sin los extremos) y el indicador de-
nominado percentil 90, tal como se hizo en el aparta-
do anterior en el caso de los amparos de legalidad. Lo 
anterior, con el !n de identi!car el grupo de casos que 
supera el 90% de las duraciones, información que se 
resume en el cuadro 2.7.

Destaca la dilatada duración del plazo desde que 
ocurren los hechos y hasta que se presenta la demanda, 
días que, si bien transcurren fuera del Poder Judicial, 
pueden impactar la percepción de la persona usuaria 
sobre la calidad del servicio y el valor público que la 
administración, en general, y la administración de jus-
ticia, en particular, le ofrecen para resolver su reclamo 

o petición.  A partir de la vigencia del CPCA, salvo en 
materia municipal y en parte en contratación adminis-
trativa, el agotamiento de la vía administrativa no es 
un requisito obligatorio; sin embargo, con frecuencia 
se agota y hasta después se acude a estos tribunales, lo 
cual explica, según el taller de consulta del 1 de abril de 
2022, la amplia extensión del plazo requerido para ese 
primer hito. La extensión de este tiempo es mayor en 
aquellos expedientes en donde se ha dejado consigna-
do que no se cumplen los requisitos de la demanda o 
en aquellos en donde la situación se genera fuera de la 
provincia de San José, cuando hay audiencia prelimi-
nar o cuando hay sentencia. 

Entre el momento de presentación de la deman-
da y la declaración de inadmisibilidad pasan en pro-
medio 2.279 días (943 días si se genera fuera de San 
José); además, un 8,4% de los expedientes tienen una 
duración mayor a 566 días. Cuando hay sentencia, la 
duración promedio es de 553 días (500 días si es fuera 
de la provincia de San José) y un 9% de los casos tie-
nen una duración superior a 1.417 días, es decir, casi 
4 años. Para los 5 casos donde hay recurso de casación, 
pasan en promedio 549 días entre la interposición del 
recurso y su admisión, y 386 días entre su admisión y 
la sentencia de casación, es decir, un lapso de 3,6 años. 
Estas duraciones son preocupantes, pues son iguales o 
mayores al tiempo requerido para dictar sentencia por 
parte del TCA (más la sección correspondiente a du-
raciones más adelante).

Es claro que no toda la dilación es atribuible al 
TCA, pues si bien en muchos casos se trata de aspectos 
que se salen del control del TCA y demás órganos de 
la jurisdicción, no cabe duda de que otros son simple-
mente la consecuencia del exceso de demanda de los 
justiciables, aunque no podría a!rmarse que el número 
de casos entrantes por año esté creciendo exponencial-
mente, tal como se verá más adelante. Es necesario, 
entonces, examinar la problemática que ocasiona esta 
mora judicial, evaluando hito por hito las causas de la 
demora identi!cada en la resolución de los procesos. 

Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso 
Administrativo

Una vez que se cuente con una resolución del TCA 
en los procesos de conocimiento, la persona puede in-
terponer otros recursos de revisión de esta decisión. 
Es parte del concepto de tutela efectiva el acceso a 
instancias de apelación y revisión. El Tribunal de Ape-
laciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de 
Hacienda (TACA) es la entidad con la competencia de 
resolver en alzada los recursos de apelación previstos 
por el CPCA, legislación especial, así como los casos 
que establezca la jurisprudencia de la Sala Primera de 

Z Cuadro 2.7

Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2021.

Duración promedio de las distintas fases de un 
expediente de conocimiento en el Tribunal Contencioso 
Administrativo. 2018-2020
(días naturales)

Fases Promedio
Percentil 

90
Entre la ocurrencia de los hechos y que se presente la 
demanda

1.318 2.916

Entre se presenta la demanda y se declara 
inadmisibilidad

213 566

Entre se presenta la demanda y se notifica 115 201
Entre se notifica la demanda y se contesta 78 129
Entre que se presenta la demanda y sentencia del TCA 624 1.417
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la Corte Suprema de Justicia. Este tribunal vino a sus-
tituir, por una decisión administrativa y no legislativa, 
la !gura del Tribunal de Casación de lo Contencioso 
Administrativo previsto en el CPCA (artículo 94 bis 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial) al menos en lo 
que a la resolución de recursos de apelación se re!ere 
y los con"ictos de competencia entre los órganos que 
componen la jurisdicción. 

El Tribunal está compuesto por dos secciones con 
idénticas facultades, lo cual no implica que tengan una 
línea de resolución compartida. En la práctica, más 
bien, presentan criterios dispares. Los resultados del 
estudio muestran diferencias entre estas dos secciones 
en cuanto a la acogida o rechazo del recurso de apela-
ción. En el caso de la sección primera, la acogida del 
recurso se da en un porcentaje mayor, mientras que, en 
una gran mayoría de casos, la sección segunda es la que 
suele anular (grá!co 2.10). Cabe señalar que para este 
estudio se seleccionó una muestra de 101 expedientes 
del Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Ad-
ministrativo, 55 son de la Sección Primera y 42 de la 
Sección Segunda.

Un poco más de un tercio (36%) de los recursos de 
apelación se rechazó de plano; en el 18% de los casos 
se con!rmó lo resuelto por el TCA y en un 8,9% se 
revocó lo apelado. Se encontró que la con!rmación es 
la decisión más común cuando lo apelado es la reso-
lución de medidas cautelares (38%). La modi!cación 
es más común en resoluciones relativas a ejecución de 
sentencias en recursos de amparo de legalidad (43%)28, 
ya sea porque se denegó la condenatoria por daños 
morales29 o por el importe de la condena de costas  
personales (cuadro 2.8). 

En esta instancia, la duración es corta. En términos 
generales, hay dos pasos que son relativamente expe-
ditos: 

• Entre la interposición del recurso de apelación y la 
!jación de la audiencia oral. Aquí la duración pro-
medio es de 57 días naturales. El percentil 90 llega 
a 184 días naturales; por consiguiente, este es el 
grupo de casos que supera el 90% de las duraciones. 

• Entre la audiencia oral y la sentencia de apelación: 
la duración promedio es de 6,6 días y el percentil 
90 de mayor duración es de 31 días. Lo más común 
es que la duración sea cero días, es decir, el mismo 
día de la audiencia oral se recibe la apelación. Sin 
embargo, hay valores extremos altos, asociados 

28 Si bien esto no está regulado, es una evidencia encontrada en la práctica. 
 
29 También se encontró la referencia que hace el Tribunal de Apelaciones a la resolución 223-A-S1-2017 de las once horas del dos de marzo del dos mil diecisiete, 
dictada por la Salda Primera de la Corte Suprema de Justicia, es decir, usando jurisprudencia, pero a la cual no se tiene acceso en este momento. 
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Z Gráfico 2.10
Distribución porcentual de expedientes del Tribunal 
de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo, 
por sección, según tipo de resolución. 2018-2020

Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2021

Z Cuadro 2.8

Distribución de expedientes del Tribunal de Apelaciones 
de lo Contencioso-Administrativo, por resolución, 
según tipo de asunto. 2018-2020
(porcentajes con respecto al tipo de asunto) 

Resolución

Tipo de asunto
Amparo de 
legalidad  Conocimiento 

Medidas 
cautelares  Otro 

Rechazar de plano 21,4 51,9 27,6 32,1
Confirmar 0,0 18,5 37,9 7,1
Modificar 42,9 0,0 3,4 21,4
Revocar 7,1 7,4 13,8 7,1
Anular 0,0 7,4 3,4 17,9
Otro 28,6 14,8 13,8 14,3
Número total de casos 14 27 29 28
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La Sala Primera
La última instancia de la jurisdicción para resolver 

recursos en alzada es la Sala Primera de la Corte Su-
prema de Justicia. En la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa, esta sala opera como Sala de Casación y 
como Tribunal de Casación (solo con tres personas 
magistradas). Para esta investigación se seleccionaron 
82 casos de la Sala y 55 cuando resuelve como Tribu-
nal para el período 2018-2020. De los 137 casos, 136 
tienen un recurso de casación. 

Las resoluciones, en general, no acogen el recurso 
de casación. Los estados o motivos de salida principa-
les son los “sin lugar” (40%), rechazo de plano (30%) 
y con lugar (15%). La única diferencia entre la Sala y 
el Tribunal es el tema de la proporción de las senten-
cias sin lugar. En el 51% de los casos atendidos por 
el Tribunal de Casación se dicta sentencia sin lugar y 
un 35% se rechaza de plano, en comparación con el 
33% y el 27% de la Sala de Casación. No obstante, en  
ambos casos la mayoría siguen obteniendo una res-
puesta negativa para el recurrente. 

La discusión sobre el funcionamiento de la ca-
sación en materia contencioso-administrativa está 
centrada en una reforma sobre la responsabilidad de 
dictar la última palabra en los distintos tipos de asun-
tos. Aunque es imposible que todo lo que ingrese a la 
jurisdicción tenga recurso de casación, pues no habría 
capacidades institucionales que resistan, debería bus-
carse una de!nición acotada de los asuntos clave que 
puedan llegar a la Sala Primera. La proporción de in-
admisibilidades en casación es un problema que limita 
el acceso de las personas, debido a que la formalidad es 
muy alta, la mayoría de los abogados y las abogadas no 
saben cómo y qué pedir en casación (Minuta del taller 
de consulta del 1 de abril de 2022 y grá!co 2.11).

El Estado y los órganos desconcentrados genera-
ron el 47% de los procesos que llegaron a la Sala Pri-
mera en el período 2018-2020, mientras que el 35% 
de los procesos en Tribunal de Casación provienen de 
instituciones descentralizadas y municipalidades, así 
como de los otros poderes de la República.

Las duraciones en esta última instancia son altas, 
pese a que la respuesta en estos casos es mayoritaria-
mente de rechazo. Desde que se interpone el recurso y 
se rechaza de plano pasan en promedio30 448 días na-
turales. Cuando el recurso se admite, la duración entre 
el momento en que se interpone y se admite aumenta a 
768 días naturales (que equivalen a 2,1 años), mientras 
que entre la admisión del recurso y la sentencia pasan 
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Fuente: Elaboración propia con datos Bogantes y García, 2022.

Z Gráfico 2.11
Distribución porcentual de expedientes de la 
Sala Primera, por instancia, según motivo de salida. 
2018-2020

en un caso a una sentencia escrita y el resto (diez) 
a sentencia oral, en casos donde la apelación está 
asociada a un recurso interpuesto en la ejecución de 
sentencia o a desistimientos.

A diferencia de lo que sucede en el TCA y en la 
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en el caso 
del Tribunal de Apelaciones los tiempos son favorables 
para la persona usuaria, lo que evidencia la necesidad 
de mantener las dos secciones en funcionamiento. 
También cabe valorar la posibilidad de atribuir mayo-
res competencias a este Tribunal para balancear las car-
gas de los distintos órganos de la jurisdicción y acortar 
los plazos registrados en las distintas instancias, sobre 
lo que se ahondará más adelante, en la sección dedicada 
a las conclusiones.

30 Se están calculando medias recortadas al 5% para eliminar efecto de valores extremos.



CAPÍTULO 2 | ESTADO DE LA JUSTICIA  85

191 días naturales (cuadro 2.9). En el caso del proce-
so de casación, no hay diferencias signi!cativas en la  
duración en días naturales según instancia.

Las cifras anteriormente expuestas revelan el  
desbordamiento de las capacidades de resolución de la 
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, lo cual 
se agrava por la reforma procesal civil, que acelera la 
llegada de los procesos a la Sala en esa materia también. 
Aunado a ello, la Sala debe resolver asuntos en materia 
agraria, notarial, arbitral, así como con"ictos de com-
petencia, entre otros.

Conclusiones y recomendaciones

Los principales hallazgos del estudio empírico de la 
tutela efectiva de derechos en materia contencioso ad-
ministrativo permiten trazar una serie de conclusiones 
y de recomendaciones sobre posibles estrategias para 
enfrentar los desafíos identi!cados. Las conclusiones 
se derivan de las constataciones empíricas reportadas y 
las sugerencias del conocimiento experto recopilado a 
partir de la consulta con los operadores de esta materia 
jurisdiccional.

Principales conclusiones
Las primeras conclusiones se re!eren a un tema 

clave para la tutela efectiva de derechos: el acceso equi-
tativo a la justicia contencioso-administrativa. Los dos 
hallazgos más importantes en esta materia se re!eren a 
la concentración de casos en San José y los costos aso-
ciados a los procesos. En efecto, la mayoría de los asun-
tos se originan en los cantones centrales de San José 
(61,7%) para procesos de conocimiento. En el caso de 
las expropiaciones y los procesos de amparo de legali-
dad la situación es muy similar. Por otra parte, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ya ha estableci-
do que la carencia de sedes repartidas geográ!camen-
te de despachos contencioso-administrativos implica 
una limitación contraria a la tutela jurisdiccional 
(Caso de las masacres de Ituango vs Colombia, senten-
cia de julio de 2006). Por esa razón, considerando que 
lo planteado por el Transitorio II del CPCA, es decir, 
la descentralización física del TCA, no es una opción 
viable por razones presupuestarias, se impone la adop-
ción de una serie de medidas de corte administrativo 
para consolidar los tímidos lineamientos adoptados 
para la descentralización virtual de la jurisdicción en 
virtud de la pandemia por el covid-19.

Cabe indicar que no fue posible investigar otras ca-
racterísticas sociodemográ!cas de las partes en con"icto 
según el tipo de trámite y sus resultados por la falta de 
registros de!nidos en los sistemas estadísticos del TCA y 
demás despachos de la jurisdicción contencioso-adminis-

Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, 2021.

Z Cuadro 2.9

Duración promedio entre fases de un expediente en el 
proceso de casación en la Sala Primera, según instancia. 
2018-2020
(días naturales)

Fase Total
Sala de 

Casación

Tribunal 
de 

Casación
Días entre que interpone recurso y 
se rechaza de plano

448,2 466 429,9

Días entre que interpone recurso y 
se emplaza parte contraria

760,9 753,4 769,2

Días entre que interpone recurso y 
se admite

768,5 761,6 777,9

Días entre que se admite recurso y 
se dicta sentencia

190,8  180,7 206,1

trativa. Es posible concluir, por lo tanto, que no existen 
insumos para poder caracterizar el per!l sociodemográ!-
co de las personas usuarias que llegan a esta jurisdicción. 
Esta falencia, históricamente arrastrada, requiere urgen-
temente de medidas correctivas, pues resulta incompati-
ble con la provisión de servicios judiciales de alta calidad: 
lo que no se mide no mejora. La importancia de con-
tar con registros estadísticos idóneos para caracterizar 
el per!l sociodemográ!co de la persona usuaria de la 
jurisdicción contencioso-administrativa radica en la 
posibilidad de tomar medidas para atraer a quienes no 
parecen sentirse en capacidad de litigar en esta vía.

Aunque el muestreo de expedientes no permitió 
medir si el costo del proceso es un obstáculo para la tu-
tela, se utilizaron otros insumos que demuestran que, 
en efecto, los costos podrían representar un obstáculo 
para sectores más vulnerables de la población. Lo pri-
mero es que, en general, el patrocinio letrado es una 
condición propia de los procesos contencioso-admi-
nistrativos debido a su complejidad y tecnicismo. Por 
otra parte, en tanto no se implementen medidas que 
faciliten el acceso virtual para quienes habitan en zo-
nas alejadas de la sede del TCA y demás órganos de la 
jurisdicción, el costo del traslado es bastante alto. 

Otro insumo de mucho interés es el que se des-
prende a partir de un estudio del Banco Mundial que, 
si bien está dedicado a la jurisdicción civil, podría 
extrapolarse a la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa, considerando que en los casos en que así se 
decida, la estimación de costas personales se llevaría a 
cabo mediante idénticos instrumentos (Banco Mun-
dial, 2020). Según este estudio, se estima el costo de 
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la demanda, en el caso de Costa Rica, en un 24,3% de 
su cuantía. Si se compara la cifra con el promedio en 
América Latina y el Caribe (32%), es posible concluir 
que el monto es menor. Sin embargo, el promedio de 
los países que integran la OCDE, organización de la 
cual Costa Rica forma parte, es de 21%.

Existe una alta probabilidad de que acudir a la vía 
contencioso-administrativa sea una opción reservada 
para cierta porción de la población con mayor capa-
cidad económica. Esta conclusión surge con base en 
la extrapolación de este índice, los tiempos requeridos 
para obtener sentencia !rme y la contingencia que im-
plica las posiciones encontradas de las dos secciones 
del Tribunal de Apelaciones en cuanto a la cuanti!ca-
ción de costas personales en caso de condena. No en 
vano, por ejemplo, se optó por incorporar, mediante 
la Ley de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas de 
Costa Rica y la Circular n0. 67-2019, la defensa públi-
ca para esa población. Esto, sin embargo, no resuelve el 
problema al que se enfrentan el resto de los sectores sin 
capacidad económica para litigar.

La investigación tuvo también como objetivo ana-
lizar si las razones establecidas para cada tipo de termi-
nación son acordes con el ordenamiento legal, claras y 
garantizan seguridad jurídica en las distintas secciones 
de esta jurisdicción. Como producto del muestreo de 
casos que se tramitaron en el Tribunal de Apelaciones 
y en casación, es posible concluir que no existe eviden-
cia alguna que permita a!rmar prácticas arbitrarias 
que hagan necesario anular actuaciones de la primera 
instancia. Sí es posible apreciar niveles de inseguridad 
jurídica con motivo del régimen imperante en materia 
de recursos de apelación, dado que, como se comentó, 
no existe regulación legal que determine con claridad 
cuál recurso es el procedente en contra de determina-
das resoluciones. Esto podría ocasionar que, ante la 
incerteza jurídica, se opte por plantear recursos inad-
misibles y por ello no sea posible combatir, ya sea en 
segunda instancia o casación, una resolución que pon-
ga término a un proceso o resuelva aspectos de gran 
importancia en el trámite del caso.

En el uso y respuesta para las medidas cautelares, 
una herramienta fundamental para la tutela efecti-
va de derechos se encontró que, de las 57 solicitudes 
de medidas cautelares provisionalísimas, un 80% se  
deniegan. Este elevado porcentaje de desestimación 
podría obedecer a que se aspira a una tutela mediante 
una vía que no se adecúa a su caso concreto. Las me-
didas cautelares provisionalísimas son excepcionales 
y se plantean ante supuestos fácticos que exigen una 
muy expedita actuación del Tribunal. De este modo, la 
principal causa examinada para el rechazo de las medi-
das cautelares provisionalísimas es que no se está ante 

un supuesto de extrema urgencia que justi!que adop-
tar la medida sin dar audiencia a la contraparte.

Fue posible determinar que existe un lapso prome-
dio de 86 días entre la entrada de la solicitud de medida 
cautelar provisionalísima y la resolución que resuel-
ve la medida cautelar de modo de!nitivo en primera 
instancia. Es de interés notar que, según la muestra, 
transcurren 48 días en promedio para que el asunto 
esté listo para resolver la medida cautelar mientras que 
transcurren 36 días en promedio una vez que ello su-
cede. Es decir, el trámite procesal requerido para que 
el expediente esté listo para resolver la medida cautelar 
consume poco más de la mitad del plazo total requeri-
do para emitir la resolución de fondo.

Sería importante evaluar las razones de esta dila-
ción en el trámite. Es posible pensar que algunas cir-
cunstancias son ajenas al funcionamiento del TCA, 
por ejemplo, la necesidad de formular prevenciones 
de aclaración a la parte promovente, la admisión de 
pruebas y la multiplicidad de demandados, entre otros. 
Sin embargo, resultaría de mucho bene!cio identi!car 
los aspectos que inciden para que el trámite procesal 
consuma tanto tiempo y, con base en esa información, 
procurar el establecimiento de soluciones para acortar 
ese plazo tan extendido.

La falta de una resolución pronta es una de las de-
bilidades de tutela efectiva de derechos e identi!cada, 
principalmente, en el TCA y en la Sala Primera. En el 
caso de algunas medidas cautelares también se regis-
traron duraciones muy extensas. En el juicio oral, por 
ejemplo, hay 13 expedientes con una duración prome-
dio de 836 días naturales entre la interposición de la 
demanda y la indicación de que es juicio oral; 2 casos 
presentaron duraciones de 1.200 o más días.  En el caso 
de puro derecho hay 15 expedientes cuya duración 
promedio fue de 603 días naturales, con 3 casos que 
superaron 1.000 días.

Hay una etapa prejudicial que se da en el período 
que va entre el momento en que se dan los hechos y 
se interpone la demanda, que ocurre fuera del Poder 
Judicial.  En promedio transcurren 876 días naturales, 
con un 10% de casos que superan los 2.200 días. Si el 
agotamiento de la vía administrativa es potestativo a 
partir de la vigencia del CPCA, salvo en materia mu-
nicipal y en parte en contratación administrativa, todo 
indica que esa extendida espera evidencia el afán de la 
parte demandante de evitar el proceso.

La investigación permitió estimar la proporción 
de casos que pasó antes por la Sala Constitucional. La 
conclusión di!ere de la percepción dominante sobre 
un supuesto “traslado” de casos que ahoga a la jurisdic-
ción contencioso-administrativa. En efecto, de cada 
100 casos de amparo de legalidad, 1 pasó por la Sala 
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Constitucional; mientras que en el 10% de los casos de 
conocimiento hay evidencia de trámite previo a través 
de la Sala Cuarta Cuando hay evidencia de este trámi-
te, la duración entre la presentación de la demanda y la 
sentencia es de 1.000 días naturales versus 411 (cuan-
do no hay previa).

Es claro que esa baja cantidad de casos y la elevadí-
sima cantidad de recursos de amparo que rechaza de 
plano la Sala Constitucional por ser, presuntamente, 
asuntos de “mera legalidad”, permite, más bien, sugerir 
otra conclusión: que el Poder Judicial en su conjunto 
no está asegurando al justiciable una opción alterna a 
la vía del amparo constitucional que sea sencilla, célere 
y le asegure una resolución pronta –sea cual sea– a su 
demanda.

En cuanto al uso de diversos recursos legales de de-
fensa, se investigó qué tan extendida es la apelación, 
por qué se apela y cómo terminan !nalmente. Con 
base en la muestra de expedientes procesada, solo en un 
10% de los casos del Tribunal Contencioso Adminis-
trativo se presentó al menos un recurso de apelación. 
En 12 de estos casos se con!rmó la resolución apelada; 
en 13, los recursos fueron rechazados de plano y en 7 
se revocó la resolución apelada. Por su parte, en el 7% 
de los casos del TCA (23 expedientes) se identi!có 
el planteamiento de un recurso de casación, que tuvo 
como fundamento una infracción o aplicación errónea 
de normas procesales (14) y falta de pronunciamiento 
sobre costas (2). En 24 de los expedientes examinados 
se interpuso un recurso de apelación (21%) en contra 
de alguna de las resoluciones que tienen dicho recurso, 
pero en 12 fue rechazado de plano.

Un hecho que vale la pena resaltar es que la pre-
sentación del recurso no puede hacerse por medio 
de la plataforma de Gestión en Línea, por cuanto es 
preciso generar, de previo, una carpeta para el trámite 
del recurso de apelación, por lo que es preciso acudir 
físicamente a la sede del Tribunal de Apelaciones, o 
bien, optar por su envío mediante correo electrónico, 
procedimiento que no es del conocimiento de todas 
las personas usuarias.

Un tema de particular interés para el estudio fue 
determinar si la conciliación y sus respectivas resolu-
ciones son accesibles, prontas y equitativas para ambas 
partes. Se encontró que la conciliación es una forma 
muy utilizada para resolver los casos en los expedientes 
de amparos de legalidad (50,5%). Solo en cuatro casos 
se identi!ca el fracaso de la conciliación debido a que 
alguna parte no se presenta a la audiencia conciliatoria 
(2) o cualquiera de las partes se niega a conciliar (2). El 
motivo de salida de estos cuatro expedientes es senten-
cia. Cabe indicar, !nalmente, que cuando no fracasa 
la conciliación hay homologación en todos los casos. 

En promedio se tardan 149 días naturales entre la 
presentación de la demanda y la conciliación, y entre 
esta y la homologación, 21 días adicionales. 

Para terminar, y con base en las consultas y entre-
vistas realizadas (E: Conejo y Jiménez, 2022), se han 
podido identi!car algunos riesgos asociados al cumpli-
miento de la resolución. Valga señalar que, en la refor-
ma operada mediante el CPCA, una de las preocupa-
ciones que generó mayor atención fue, precisamente, 
la ejecución de las sentencias de carácter estimatorio. 
En este tema, la primera conclusión es que el cuerpo de 
jueces de ejecución de sentencias de lo contencioso-ad-
ministrativo es, quizá, una de las principales víctimas 
de las fortalezas de la reforma contencioso-administra-
tiva. Ello se relaciona con los instrumentos procesales 
–no materiales– de los que se dispone para atender los 
con"ictos, a diferencia de lo que sucede con la vía de 
constitucionalidad y lo que sucedía durante la vigencia 
de la LRJCA. Se han dado eventos sin origen legisla-
tivo que han impactado el circulante de los casos que 
deben atender, aunque para ello no se ha aumentado la 
cantidad de recursos humanos y materiales, al menos 
de forma proporcional.

El primer evento es la creación “pretoriana” del re-
curso de amparo de legalidad, situación que dio pie a 
una cantidad enorme de fallos que han de ejecutarse 
mediante la simple !jación del monto de las costas per-
sonales y procesales o, en el caso de sentencias estima-
torias, velando por la adopción de la conducta a la que 
ha sido condenada la administración demandada.

Un segundo evento, más reciente pero no por ello 
menos impactante, es la decisión de la Sala Primera de 
la Corte Suprema de Justicia de otorgar la facultad, al 
equipo de jueces de ejecución del TCA, de ejecutar las 
sentencias !rmes originadas en procesos regidos por la 
LRJCA, lo que en tesis de principio debería correspon-
der a los jueces y las juezas de ejecución del Juzgado de 
lo Contencioso Administrativo.

Un tercer evento, por ahora menos elevado en nú-
mero, pero que podría ser la punta del iceberg que se 
avecina, es la tesis de la Sala Constitucional en cuya 
parte dispositiva encomienda velar de o!cio por la 
ejecución de su pronunciamiento al área de Ejecución 
del TCA (sentencia de constitucionalidad n0 23743-
2020). En ese fallo la Sala Cuarta le atribuye compe-
tencias a la jurisdicción contencioso-administrativa 
que la ley no solo no le asigna, sino que, más bien, se las 
atribuye expresamente a la Sala (artículo 12 de la LJC). 
Aunque el fallo de mayoría no explica las razones de 
esta medida, en el voto salvado de la magistrada Garro, 
se precisa lo que –a su juicio– es el sustento jurídico de 
tal decisión. 

Más allá de los méritos de la decisión, lo cierto es 
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que lo anterior constituye una nueva evidencia de los 
eventos exógenos a la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa que elevan su carga de trabajo. En este 
caso, se trata de una resolución vinculante que no fue  
acompañada de un análisis previo sobre los posibles 
efectos de la regulación sobre el funcionamiento de la 
jurisdicción contencioso-administrativa. En el citado 
voto salvado, se anuncia que esta no será la única oca-
sión en que se hará esa transferencia de competencias: 

De manera que, ante la ausencia de una disposi-
ción como la prevista en los recursos de amparo so-
bre la ejecución de sentencias, la Sala bien podría 
hacer una integración y aplicación supletoria de la 
misma para los procesos de control de constitucio-
nalidad, cuando –como el presente caso– la decla-
ratoria de inconstitucionalidad no conlleva una 
simple expulsión de la norma sin más, sino que 

exige la constatación de una condición de comple-
jo cumplimiento para determinar si tal expulsión 
efectivamente debe consumarse (voto n0 23743-
2020).

Finalmente, en la fase de ejecución de sentencia 
no fue posible contar con datos de duración precisos. 
El único tema que fue posible medir fue la duración 
promedio entre la sentencia con lugar y el inicio de la 
ejecución. Entre estos dos eventos transcurren, en pro-
medio para los 48 expedientes examinados, 827 días 
naturales, mientras que en el 10% de ellos se superan 
los 1.860 días. No hay evidencia de información pos-
terior. Es claro que ese plazo extenso entre la !rmeza 
del fallo y la gestión del interesado de su ejecución 
no es atribuible al TCA. La imposibilidad de medir 
los tiempos deriva de la ausencia de estadística idónea 
para ello.

Agenda de investigación pendiente

A partir de las conclusiones del estudio, se recomienda 
profundizar en el análisis sobre el origen de tantos de pre-
vios en los escritos de demanda. En ese sentido, es reco-
mendable mantener un monitoreo del comportamiento 
estadístico de los de previos a la hora de resolver sobre la 
admisibilidad de las demandas de conocimiento, de modo 
que se establezca si el comportamiento detectado (un alto 
número de casos) es el usual. 

Un esfuerzo de esta naturaleza permitiría verificar distin-
tas hipótesis: si el fenómeno deriva de la falta de capa-
citación de los profesionales en derecho que asumen la 
representación en juicio, que es lo más probable, o bien, si 
existe un excesivo formalismo en el equipo de juzgadores 
a la hora de evaluar si se cumple o no con los requisitos 
del artículo 58 del CPCA. Para evaluar con certeza cuál 
de esas hipótesis influye más en esta situación, sería 
necesario un amplio estudio cualitativo de una muestra 
estadísticamente representativa de casos en que se debe 
prevenir la subsanación de aspectos formales en el escrito 
de demanda, así como comparar lo que sucede en la vía 
civil, por ejemplo.

Paralelamente, se propone evaluar mediante una amplia 
muestra estadística de procesos de conocimiento, los 
tiempos en el avance hito por hito y determinar cualita-

tivamente las causas de la dilación en cada paso, sean 
atribuibles o no al TCA. Finalmente, se sugiere estimar, 
mediante un estudio detallado, cuántos de los procesos 
que no admite la Sala Constitucional, bajo el argumento 
de que son asuntos de “mera legalidad”, llegan a la juris-
dicción contencioso-administrativa o, mejor aún, contestar 
las siguientes interrogantes: ¿cuál es el destino de los 
asuntos luego del rechazo de plano del asunto? ¿Se acude 
a la vía contencioso-administrativa? ¿No se acude? ¿Cuál 
es el perfil sociodemográfico del actor cuya demanda se 
rechaza ad portas? ¿Cuál es la característica de estos con-
flictos: partes, objeto y ubicación geográfica, entre otros?

Agenda de medidas administrativas 
pendientes
A continuación, se sugieren una serie de medidas de 
carácter administrativo que, de ser implementadas, 
podrían significar una mejora sustancial en el servicio al 
justiciable y de mejora de los tiempos de trámite de los 
procesos. 
En primer lugar, se recomienda procurar un mecanismo 
de retroalimentación con las administraciones públicas 
que generan la mayor cantidad de procesos de amparo 
de legalidad (sic). Se comprobó por diversos medios –a 
través de un estudio de muestreo y entrevistas– que cícli-
camente se dan fenómenos de aumento exponencial de 
procesos de la misma naturaleza y con el mismo origen 

Recomendaciones
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o causa. Según se comprobó, existen circunstancias que 
desencadenan el aumento de los procesos de amparo, 
como cambios en las jerarquías de los órganos usual-
mente provocadores de estos procesos –tal es el caso del 
Ministerio de Educación Pública, de la Dirección General 
de Migración y Extranjería y de la Dirección Nacional de 
Pensiones–. Mediante esa retroalimentación, podrían 
hacerse esfuerzos para evitar esos desmedidos aumentos 
de casos, de modo que se implementen medidas preventi-
vas y correctivas en el origen de los conflictos con el fin de 
evitar un gasto público innecesario.

Para ese mismo fenómeno, parece claro que el paso den-
tro del Poder Judicial será automatizar, mediante sistemas 
inteligentes, la tramitación y resolución de estos procesos, 
previa simplificación de su trámite mediante expresa regu-
lación legal y creación de formularios en línea, siguiendo 
la experiencia de otros países latinoamericanos como 
Colombia y Argentina. Esto no solo mejoraría la capaci-
dad de resolución, sino que permitiría asignar el recurso 
humano dedicado a estos procesos a las tareas sustanti-
vas del TCA. En esa línea, sería recomendable desarrollar 
aplicaciones de inteligencia artificial que les faciliten a 
los juzgadores la identificación de procesos complejos, el 
estado de todos los asuntos bajo su cargo en tiempo real, 
así como la tramitación automatizada de ciertas tareas de 
baja complejidad.

En lo referente al tema de los peritos, se ha comprobado, 
tanto en el TCA como en el caso de los procesos de expro-
piaciones, que la designación, aceptación del cargo, pre-
paración en tiempo de los peritajes judiciales y el trámite 
de remuneración posterior, es un asunto que ocasiona 
dilaciones y desgastes administrativos que impactan la 
labor de los despachos judiciales. Por ello, se sugiere que 
el listado de peritos se depure constantemente y se exa-
mine cualitativamente la forma en que se desempeñan, 
tanto en cuanto a los tiempos como en cuanto a la calidad 
de los trabajos que entregan los peritos designados.
Interesa, además, exigir a quienes forman parte de estos 
listados, capacitación constante y demostrable como 
requisito para mantenerse en el listado, así como cumplir 
con los plazos otorgados por el TCA para rendir sus infor-
mes. La capacitación debería incluir una impartida por la 
Escuela Judicial en la redacción de informes periciales, 
enfocada en evitar adiciones y aclaraciones constantes. 
Por otra parte, es preciso considerar que la forma en que 
se les cancelan los honorarios –hasta que se celebra el 
juicio oral y público–, podría restarle atractivo a la idea de 
prestar servicios periciales, debido a que suele transcurrir 

mucho tiempo entre la elaboración del estudio pericial, la 
celebración del juicio oral y público y el giro de honorarios 
por los servicios brindados. Esto podría ser la causa de que 
profesionales de buen nivel y prestigio no tengan interés en 
formar parte de los listados o que no acepten los nombra-
mientos en los procesos contencioso-administrativos.

A propósito de la “Circular n⁰. 137-08 ASUNTO: Sobre la 
utilización de la Videoconferencia en los procesos judi-
ciales”, se recomienda adoptar medidas para ampliar los 
recursos tecnológicos en el TCA, con el fin de facilitar 
la celebración de audiencias mediante ese mecanismo. 
Resulta de particular interés diseñar una campaña constan-
te de información al justiciable –respecto a esa alternati-
va–, dado que, como se vio a lo largo de este capítulo, solo 
se habilita a petición de parte. Es claro que, si el justiciable 
desconoce esa alternativa, simplemente no la aprovecha. 
Otra alternativa es que, en los casos en que se advierta que 
las partes provienen de zonas rurales, el juez tramitador a 
cargo del proceso advierta de oficio, en la resolución que 
corresponda, que las partes podrán optar por esa alternati-
va de participación en las audiencias.

Es importante procurar mecanismos de advertencia a 
las personas usuarias para que exista claridad de que 
los recursos de apelación deben ser presentados direc-
tamente al Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso 
Administrativo y no ante el TCA. Resulta de interés advertir, 
mediante los manifestadores y el propio sistema en línea, 
que la vía idónea es la indicada para evitar el rechazo ad 
portas de los recursos por presentarlos ante el TCA y no al 
Tribunal de Apelaciones. Además, sería útil que, al adoptar 
resoluciones que sean apelables, se incluya en su texto 
el plazo para interponer el recurso de apelación y se indi-
que ante cuál despacho debe hacerse, de forma análoga 
a la regulada por el artículo 245 de la Ley General de la 
Administración Pública.

Finalmente, se lograron identificar una serie de mejoras 
operativas que, si bien no representan costos elevados 
para el Poder Judicial, sí tendrían importantes impactos 
para la población, en el sentido de que podrían facilitar el 
acceso a estrados judiciales. Dichas medidas se presentan 
a continuación:

• Implementar un mecanismo de atención virtual que 
evite tener que acudir al TCA para realizar gestiones 
menores que no es posible efectuar por medio de 
la plataforma Gestión en Línea. Para ello es preciso 
implementar aplicaciones informáticas que permitan 

RECOMENDACIONES
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interactuar mediante chats –con o sin video–, así 
como licencias de Teams para manifestadores, que 
les permitan atender a las personas usuarias de ese 
modo.

• Realizar los ajustes requeridos para que, desde la pla-
taforma Gestión en Línea, sea posible que la persona 
interesada obtenga una copia íntegra del expediente 
judicial digital en orden cronológico e idéntico al que 
el juzgador utiliza durante las audiencias.

• Realizar los ajustes pertinentes para que la ubicación 
de las imágenes de cada actuación de las partes y 
juzgadores no se altere cada vez que se da una nueva 
actividad procesal.

• Dar accesos a los jueces tramitadores y que resuel-
ven medidas cautelares del Sistema de Registro 
Electrónico de Mandamientos (SREM), de modo que 
puedan anotar demandas y dejarlas sin efecto, lo que 
evitaría que las personas interesadas deban acudir al 
TCA a gestionar una copia de los mandamientos res-
pectivos dirigidos al Registro Nacional.

• Permitir el giro por parte de los jueces y las juezas de 
ejecución mediante transferencia a la cuenta SINPE de 
la persona beneficiaria.

• Reforzar el cuerpo de jueces de ejecución con un juez 
más, quien se encargará de resolver liquidaciones de 
costas, liberando de esa carga a los jueces de eje-
cución de mayor experiencia, quienes asumirían los 
procesos de ejecución de fondo.

• Introducir el uso de indicadores de eficiencia de la 
jurisdicción internacionalmente aceptados, como los 
planteados por la Comisión Europea para la eficien-
cia de la Justicia (Cepej) y la OCDE, entre ellos, el 
Disposition Time y el Clearance Rate, de modo que 
exista la posibilidad de comparar rendimientos con 
otras jurisdicciones del mundo.

• Propiciar, para ello, la medición de los indicadores 
estándar previstos en estas estadísticas internacional-
mente aceptadas.

• Emprender un plan de tecnificación de la justicia, 
aumentando la asignación presupuestaria para tecno-
logías de la información y comunicación (TICs) confor-
me a los criterios internacionalmente aceptados.

• Asegurarse de contar con una “buena estadística judi-
cial” (Jurimetría) que permita acortar la extensión de 

los procesos y facilitar la toma de decisiones en tiem-
po real para mejorar, por ejemplo, el manejo de casos 
complejos y, en general, la gestión de los despachos.

• Procurar cooperación internacional para implementar 
esas medidas promovidas por la referida Comisión y la 
OCDE.

Agenda de reformas legales pendientes

xiste una serie de medidas de carácter normativo que 
resultan de urgente atención para mejorar los tiempos y 
aprovechar más eficientemente los escasos recursos dis-
ponibles para la jurisdicción. Para ello, se sugiere impulsar 
una reforma parcial del CPCA, al menos, en estos temas:

• Actualizar la normativa, de modo que no sea exi-
gida la entrega de copias físicas o digitales para la 
contraparte conforme lo dispone el artículo 49.1 del 
CPCA, norma redactada para el trámite físico de los 
expedientes y que resulta un obstáculo de acceso a la 
justicia, pues obliga a acudir al TCA para presentar las 
copias, pese a que los escritos y documentos constan 
en línea.

• Modificar el artículo 58.1.b) para que indique: b) Los 
hechos, puros y simples, relacionados con el objeto 
del proceso, expuestos uno por uno, enumerados y 
ordenados cronológicamente.

• Incluir un inciso d) en el artículo 62 del CPCA, que 
indique: d) Que se esté frente a los otros supuestos de 
demanda improponible regulados en el artículo 35.5 
del Código Procesal Civil.

• Incluir un cuarto párrafo en el artículo 90 del CPCA, 
que diga lo siguiente: 4) Cuando a criterio del juez 
o jueza de trámite, la resolución por escrito de los 
aspectos indicados en el inciso primero de este artícu-
lo permita el avance más expedito del proceso, podrá 
utilizar esta vía, prescindiendo del señalamiento de la 
audiencia oral.

• Regular expresamente el procedimiento del recurso de 
amparo de legalidad (sic), de modo que exista certeza 
jurídica y se asegure que se trata de un proceso rápido 
y sencillo.

• Regular expresamente las causales de recurso de ape-
lación que existen en la actualidad por jurisprudencia 
para asegurar certeza jurídica al justiciable.

RECOMENDACIONES
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• Replantear la estructura orgánica de la jurisdicción, 
de modo que desaparezca el Tribunal de Casación de 
lo Contencioso Administrativo y se regule expresa-
mente el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso 
Administrativo, que tendrá tantas secciones como sea 
necesario conforme a los requerimientos de Justicia 
pronta y cumplida.

• Reformar íntegramente las causales del recurso de 
casación, adoptando un modelo análogo al imperante 

Metodología

Esta sección resume los principales rasgos de la 
estrategia metodológica seguida en el estudio empíri-
co de la tutela efectiva de derechos en la jurisdicción 
contencioso-administrativa. Para una detallada des-
cripción de esta estrategia, el público lector puede con-
sultar la ponencia original de Bogantes y García, 2022, 
en: www.estadonacion.or.cr. 

Pasos seguidos en la selección y análisis 
de expedientes

La selección de la muestra de expedientes partió de 
un universo de expedientes terminados entre los años 
2018 y 2020, para cada uno de los despachos, insumo 
que fue suministrado por el Subproceso de Estadística 
de la Dirección de Plani!cación del Poder Judicial. 

Por casos cerrados o terminados se está entendiendo 
la de!nición que utiliza el Subproceso de Estadística, 
referido a los cierres o terminación estadística de cada 
expediente, según reporta el despacho correspondien-
te. Es preciso aclarar que estos cierres –o terminación 

estadística– no necesariamente signi!ca que el caso 
concluyó de!nitivamente. Como en ocasiones ante-
riores, se procedió a realizar una selección de expe-
dientes de los casos terminados para ese período, paso 
que se revisó con personas expertas en la materia y re-
presentantes de los despachos, y a través de la aplica-
ción de ciertos !ltros previos, ya sea por los motivos de 
salida o por estados y tipos de asuntos. 

El cuadro 2.10 resume los datos de los universos 
mencionados para los despachos incluidos en esta 
investigación. Del total de 37.722 casos terminados 
!ltrados, un 87% pertenece al despacho del Tribunal 
Contencioso Administrativo (código 1027). 

Se propuso una distribución desproporcionada 
de la muestra según instancias, usando un muestreo 
sistemático, con el propósito de hacer una selección 
más precisa en las instancias con menos casos. Este 
procedimiento se aplicó a cada despacho, ordenan-
do primero los casos según el motivo de término, 
con el !n de garantizar la distribución proporcional.  

Fuente: Bogantes y García, 2022 con datos del muestreo de expedientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 2021.

Z Cuadro 2.10

Distribución de la muestra seleccionada y ejecutada de casos terminados, 
por instancia para la materia contencioso administrativa. 2018-2020

Despacho Total Muestra desproporcionada Muestra efectiva final 
Expedientes Porcentaje Expedientes Porcentaje Expedientes Porcentaje

Tribunal Contencioso 
Administrativo

32.708 86,7 325 56,1 318 57,2

Tribunal Apelación 
Contencioso Administrativo  
y Civil De Hacienda

3.157 8,4 103 17,8 101 18,2

Sala Primera 1.857 4,9 151 26,1 137 24,6
Total 37.722 100,0 579 100,0 556 100,0

en el derecho comparado, de modo que se reserve ese 
mecanismo a aquellos casos que tengan interés casa-
cional objetivo exclusivamente.

• Crear un proceso contencioso-administrativo abreviado 
para materias de baja cuantía y complejidad, las cuales 
serían resueltos por jueces unipersonales mediante 
sentencias pasibles del recurso de apelación exclusiva-
mente, dependiendo de la cuantía y materia.
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Es decir, los casos terminados de cada despacho res-
ponden a la distribución según motivo de término 
reportado en las estadísticas del Poder Judicial. En 
el caso del Tribunal Contencioso Administrativo 
(código 1027), se seleccionó una mayor cantidad de 
expedientes con los motivos de inadmisibilidad y de 
conciliación, a !n de tener una base mayor para hacer 
las estimaciones de tiempos. Aunque el número de ca-
sos que se había planeado estudiar es 545, se seleccionó 
un 5% más para atender cualquier contingencia con los 
expedientes31; sin embargo, !nalmente se alcanzó una 
muestra de 556.

El trabajo de campo consistió en la revisión de cada 
expediente en formato PDF, lo que facilitó el proce-
so de lectura y extracción de la información. Se aplicó 
un cuestionario con la información especí!ca que las 
personas a cargo de la revisión de expedientes debían 
llenar de manera puntual y rigurosa. El cuestionario se 
diseñó, con la ayuda de personas expertas y la revisión 
de CPCA, para recoger información según las diferen-
tes rutas y fases que siguen los casos en esta materia. El 
levantado de información inició el lunes 19 de julio y 
!nalizó el domingo 5 de setiembre de 2021.

Para el análisis de los datos, se dividieron los casos 
dentro de cada instancia y se consideraron los princi-
pales motivos de término, según es reportado por el 
Subproceso de Estadística. Esto, con el propósito de 
analizar los tiempos y eventos ocurridos en cada etapa. 

En los cuadros se sombrean algunas celdas, cuyos 
valores son estadísticamente más altos que el resto, y 
sobresalen de manera signi!cativa.

Finalmente, es importante señalar que un aspecto 
al que se puso especial atención a la hora de analizar la 
información corresponde a los amplios plazos identi!-
cados en el análisis estadístico, los cuales pueden estar 
asociados a un riesgo en la tutela efectiva, en el senti-
do de que la justicia debe ser pronta y cumplida. En 
la ponencia se analizan las duraciones considerando el 
10% de casos con duraciones más extremas, con el !n 
de identi!car su per!l (el percentil 90). 

Limitaciones e inconsistencias
Una limitación importante para el análisis realiza-

do es no contar con el expediente completo en todo su 
trayecto, es decir, desde que inicia su recorrido ante el 
Tribunal Contencioso Administrativo y hasta que ter-
mina en la Sala Primera. Solo se dispone de porciones 
de los casos, conforme van completando una instancia. 

31 Durante el proceso de ejecución se encontró que algunos expedientes no estaban escaneados, no tenían los audios disponibles o no estaban clasi!cados en la instan-
cia especí!ca según el archivo generado por la Sección de Estadística. Aunque el sobremuestreo atendió parcialmente estos casos, fue necesario seleccionar una muestra 
de 25 casos terminados adicionales del Tribunal Contencioso Administrativo.

Esto afecta los casos del Tribunal de Apelaciones o de 
la Sala Primera, ya que no se tiene la información pre-
via en el mismo documento.

Como ya se ha mencionado en Informes previos, 
es importante destacar la importancia de los registros 
administrativos de alta calidad. Estos registros pueden 
ser valorados en su completitud, calidad y oportuni-
dad. Un registro administrativo se de!ne como toda 
anotación surgida a partir de necesidades administra-
tivas, !scales, tributarias u otras. Este tipo de registro 
es creado con la !nalidad de viabilizar la administra-
ción de los programas del Estado o !scalizar el cumpli-
mento de obligaciones legales de la sociedad; además, 
permite obtener datos de bajo costo, reduce la carga de 
llenado de formularios y cuestionarios, y garantiza una 
cobertura completa del universo de interés. 

Para utilizar dichos registros administrativos con 
!nes estadísticos es preciso evaluar su base conceptual 
y metodológica, así como las clasi!caciones, la cober-
tura alcanzada, las variables investigadas, la calidad de 
las respuestas, el procesamiento de los datos y su fre-
cuencia en términos de disponibilidad. Por lo tanto, es 
necesario que la persona que registra la información en 
los sistemas esté debidamente capacitada y emplee los 
clasi!cadores y códigos correctos, pues de ese modo es 
posible reducir el esfuerzo que debe hacer el Subpro-
ceso de Estadística para conciliar la información. 

• Un ejemplo de la falta de claridad en la informa-
ción es el motivo de término sentencia: sin lugar o 
con lugar, cuando las tres re!eren a la misma termi-
nación, o incluso la respuesta de “otro”, que es una 
denominación imprecisa.

• En el resumen del caso se dan inconsistencias en 
el detalle de las partes; a veces se incluye a la PGR 
como demandada cuando esta indicaba que sola-
mente era representante; en otros casos, se omite al 
ente gubernamental demandado (por ejemplo, un 
ministerio). En el caso de los amparos de legalidad, 
fue muy común encontrarse a la PGR como una de 
las partes demandadas.

• También se encontró inconsistencia entre la clasi-
!cación del expediente en Sala Primera, según apa-
rece en los registros estadísticos, versus la instancia 
que emite la sentencia, sea el Tribunal o la Sala de 
Casación.
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• En el caso de medidas cautelares, a pesar de que se 
solicitaran, usualmente no se daba lugar a dicha pe-
tición, pero el cuestionario no incluyó la pregunta 
de la razón para no concederlas.

• En relación con las características de las personas 
físicas demandadas o actoras, no hay otra caracte-
rística de su per!l más que la condición de persona 
física y nombre.  Es decir, el expediente no contie-
ne información sobre sexo, edad, etnia, condición 
de discapacidad u otro aspecto sociodemográ!co 
que amplíe su descripción. En términos muy gene-
rales fue posible identi!car si el lugar donde se da el 
suceso o se dicta el acto administrativo es la provin-
cia de San José o fuera de esta provincia, ya que no 
se cuenta con el detalle de cantón o distrito de este 
evento. Es necesario tener un registro más preciso 
del lugar donde se da el suceso para cuanti!car el 
acceso a lo contencioso-administrativo desde zo-
nas fuera del Valle Central.

Finalmente, hay análisis estadísticos asociados a 
las duraciones extremas, como por ejemplo el árbol de 
decisión o regresión logística, herramientas que son 
muy útiles para identi!car los factores que inciden en 
las altas duraciones registradas. Aunque se aplicaron, 
no fue posible llegar a conclusiones sólidas, debido a la 
poca cantidad de casos disponibles. Por ello, el análisis 
estadístico se redujo a tablas cruzadas, pruebas de in-
dependencia (chi-cuadrado) y pruebas de igualdad de 
promedios (análisis de variancia).
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